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Nº 29-2020
JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las ocho horas treinta minutos del treinta y uno de agosto de dos mil veinte.
Sesión extraordinaria con asistencia de los másteres Carlos Montero Zúñiga, Miguel Ovares Chavarría y Mauricio Villalta Fallas, de la licenciada Ana Lucrecia Ruiz Rojas, del licenciado Arnoldo Hernández Solano y del máster Oslean Mora Valdez.
[bookmark: _Toc49686171]ARTÍCULO I 
DOCUMENTO N° 794 -2020.
Se aprueba el orden del día.
[bookmark: _Toc48831751][bookmark: _Toc49686179][bookmark: _Hlk49373445]ARTÍCULO II 
DOCUMENTO Nº 561-2020, 729-2020
	En sesión N° 28-2020 del 24 de agosto de 2020, artículo XII, se tomó el acuerdo que dice:
“La máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de Información, mediante oficio N° 1567-DTI-2020 del 12 de agosto de 2020, comunicó:
“En relación con el oficio 1369-DTI-2020, remitido por esta Dirección el pasado 16 de julio, se reitera la consulta del Requisito 5:

“Considerar lo indicado en el SP-A-189-2017, donde se establece que el fondo debe remitir anualmente el Perfil Tecnológico, en los primeros 10 días hábiles del mes de agosto.

Para este requisito es importante señalar que, en los años anteriores a la conformación plena de la Junta, esta labor ha sido asumida por esta Dirección. Esto como una colaboración con la Dirección Ejecutiva y el Departamento Financiero Contable, ya que, aunque el nombre señala Perfil Tecnológico, se consultan cuestiones propias de la organización y el modelo de toma de decisiones específicos del Fondo.

Para este año, parte de la documentación ha sido recopilada por el personal de la DTIC, sin embargo, se requiere presentarles el modelo, el esfuerzo que significa y hacer junto a ustedes los ajustes para adaptarlo al funcionamiento actual de la Junta. Para ello nos ponemos a su disposición para hacerles una presentación y después remitirles los archivos que deben ser subidos y posteriormente aprobados por la SUPEN, o en su defecto, exista un acuerdo de la Junta para que la persona que lo ha venido haciendo y enmarcados en los servicios del convenio, pueda hacer la remisión.

Por lo anteriormente señalado, se queda a la espera de que se permita hacer la presentación y entrega del Perfil Tecnológico para que puedan como Junta realizar la remisión, por cuanto, según lo estipulado en el requisito 5, el plazo vence este viernes 14 de agosto.



…”
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Manifiesta don Oslean Mora Valdez, encargado de apoyo administrativo, el oficio 1567-DTI-2020 de la Dirección de Tecnología de Información, hace referencia a la atención de inciso 5) del oficio SP-489-2020, referente al perfil tecnológico, al respecto nos aclara que mediante el oficio SP-A-189-2017 la Superintendencia de Pensiones ha establecido que durante los primeros 10 días hábiles del mes de agosto de cada año, dicho perfil debe ser remitido, situación que no ha sido posible cumplir. Al respecto, vale la pena destacar que mediante el borrador de oficio 564-2020 dirigido a la SUPEN, se le está justificando razonablemente, los inconvenientes que a la fecha afectan el funcionamiento en general de la Junta Administradora, su falta de estructura propia y la consulta efectuada a la Procuraduría General de la República. Con dicho oficio se espera poder justificar la necesidad de aplicar una mayor gradualidad en la ejecución de la normativa de SUPEN, dado que actualmente no es posible cumplir con la totalidad de requerimientos. 
Este oficio lleva tres líneas de pensamiento, indicando a la SUPEN, que la Junta Administradora se formó a partir de este año, y que se ha venido haciendo una serie de labores y de acciones para poder normalizarse, por lo cual no es posible que nos aplique la normativa completa y que quieran que funcione exactamente igual que una operadora que lleva en funcionamiento veinte años y ha madurado su gestión conforme lo ha hecho el propio sector regulado.
La segunda línea es el tema de la estructura propia de la Junta Administradora, en el plan de acción remitido mediante oficio 265-2020 se había acordado un plazo de entrega al 15 de octubre del 2020, sin embargo, el cronograma que emite la Empresa Price Waterhouse Cooper (PwC), establecía que el plazo de sus entregables tardaría más que el originalmente definido por la Junta Administradora en el oficio citado, por lo cual se vuelve necesario pedir un cambio de fecha (prorroga). 
El tercer punto, es el relacionado con el oficio N° SP-489-2020 en lo referente a la Gobernanza de T.I., lo que se trata es de pedir es una mayor gradualidad en la aplicación de la norma, ya que el Reglamento General de Gestión de la Tecnología de Información, salió publicado en el año 2017 y tiene una gradualidad de aplicación de cinco años a partir de su publicación. Lo que pretendemos es que nos los aplique a partir del año 2020, solicitando los 5 años de gradualidad a partir de esta fecha, dada la conformación de la Junta Administradora hasta ese momento, y con ello poder ajustarnos totalmente a lo que pide el regulador. 
Dado lo anterior, con el fin de atender lo señalado por la DTI en su oficio, considero oportuno brindar un espacio exclusivo para que los funcionarios de dicha dependencia presenten lo que se ha elaborado y tiene relación con el perfil tecnológico solicitado, con el fin de ir avanzando en la entrega de los requerimientos de la Superintendencia de Pensiones. 
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Por unanimidad se acordó: 1.) Tener por conocido el oficio N° 1567-DTI-2020 suscrito por la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información y Comunicaciones, respecto de los requerimientos del SP-A-189-2017 de la Superintendencia de Pensiones. 2.) Manifestarle a dicha Dirección, que esta Junta Administradora le ha solicitado a la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), mediante oficio 564-2020 una mayor gradualidad para la aplicación de la normativa relacionada, estando a la espera de lo que dicho regulador decida resolver.  3.) Atender a la Dirección de Tecnología de la Información, en sesión extraordinaria el lunes 31 de agosto de 2020, mediante la modalidad virtual. Se declara acuerdo firme.
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Se recibe en audiencia a la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información y Comunicaciones, los másteres Orlando Castrillo Vargas, Subdirector de Tecnología de la Información y Comunicaciones, Michael Jiménez Ureña, Jefe de la Sección de Telemática y la licenciada Tania Pérez Barrantes, Profesional de la citada Dirección, quien expone sobre el oficio N° 1369-DTIC-2020 de 16 de julio de 2020, que dice:
“En respuesta a su oficio N. 426-2020 de fecha 6 de julio de 2020, donde se transcribe el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 22-2020 celebrada el 29 de junio del 2020, específicamente en su acuerdo 2 que dice “2.) Remitir el oficio SP-489-2020 de la Superintendencia de Pensiones a la Dirección de Tecnología de la Información, con el fin de que nos indique si a la fecha se cuenta con lo solicitado o que en su defecto se proceda con los requerimientos ahí mencionados.”, me permito remitirle las siguientes consideraciones, las cuales son importantes de cara a la solicitud planteada por la Superintendencia de Pensiones.

Es importante, para efectos de ayudar en la comprensión de las estimables personas que componen la Junta, que la SUPEN les indica en el oficio SP-489-2020, lo siguiente:

“Dado que, a partir del 3 de febrero de 2020, esa Junta Administradora asumió plenas competencias en el marco de lo establecido en la Ley 9544, se les comunica que en abril de 2017 el CONASSIF aprobó el Reglamento General de Gestión de la Tecnología de Información, en donde se establecen los requerimientos mínimos que deben acatar las entidades supervisadas y reguladas del sistema financiero costarricense para la gestión de la tecnología de información.”  (la negrilla no es parte del original)
Como se observa, la SUPEN solicita el cumplimiento de un marco conocido como CONASSIF 14-17, mismo que es aplicable a entidades supervisadas y reguladas por el sistema financiero nacional, por lo que el Poder Judicial, no forma parte de ese ámbito de aplicabilidad.
Ahora, si bien es cierto el Fondo de Jubilaciones y Pensiones, que hasta el 2 de febrero se consideraba parte del Poder Judicial, era sujeto de auditorías externas, lo cierto del caso es que el marco por el que se evaluaba es distinto al que ahora solicita la SUPEN.
Esto puede observarse en el cartel de la contratación directa No. 2015CD-000568-PROVCD promovida por el Macro Proceso Financiero Contable y cuyo objetivo general era “Evaluar la razonabilidad de las cifras que conforman los estados financieros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones Judiciales, de los períodos 2015, 2016 y 2017 (tres años), a efecto de emitir la opinión respectiva, examinando a su vez el control interno inherente en sus operaciones contables. 
” y que en el punto 3. Otras normas técnicas de las Especificaciones técnicas solicita:
“3.1	En lo que corresponda, sea en la evaluación de aspectos de control interno del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, o en la aplicación de normas y procedimientos de auditoria, deberán tomarse como criterio las siguientes normas técnicas:
a) Las contenidas en el “Manual sobre Normas Técnicas de control interno para la Contraloría General de la República y las entidades y órganos sujetos a su fiscalización”, publicado en La Gaceta N° 104, del 31 de mayo de 1982.
b) Manual sobre normas técnicas de control interno relativas a los sistemas de información computarizados, publicado en el Alcance N° 7 a la Gaceta N° 24 del 02 de febrero de 1996”
Debido a lo anterior, se puede afirmar que, aunque se realizaba una revisión de las TIC’s que apoyaban al Fondo, no se evaluó contra la norma o el reglamento que ahora solicita la SUPEN.
Sobre este particular, se puede observar en el producto entregado por la firma Carvajal & Asociados, en el Informe de Auditoría de Tecnologías de Información. Carta de Gerencia CG-TI 2018. Informe final, así como en el informe generado y presentado en la Carta de Gerencia CG-TI 2019, lo siguiente:
“1.4 Normativas y criterios utilizados 
Para la evaluación del control interno de los sistemas en producción y la administración, operatividad y servicios de T.I. utilizamos como referencia lo especificado en el documento N-2-2007-CO-DFOE "Normas técnicas para la gestión y el control de las Tecnologías de Información” emitido por la Contraloría General de la República y en general las sanas prácticas en materia tecnológica.”
Con esto, lo que se quiere señalar es que los esfuerzos realizados por la Dirección de Tecnología para cumplir con los requerimientos de las auditorías externas realizadas en años anteriores cuando el Fondo estaba dentro del Poder Judicial no son homologables a lo que ahora solicita la SUPEN.
Por otro lado, esta Dirección ha venido realizando esfuerzos desde el año 2015 para adoptar un modelo de gestión por procesos alineados a las mejores prácticas, dentro de las cuales COBIT 5 es una de ellas.  Debe indicarse que COBIT 5 es la base de la norma CONASSIF 14-17.
No obstante, el esfuerzo realizado por a DTIC en esta línea, tal y como lo señala el mismo COBIT, se hace para los objetivos institucionales que son muy particulares en el caso del Poder Judicial y que no son los mismos que los del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
En el caso del marco específico de la gestión de las TIC para el Poder Judicial, se observan una serie de políticas, reglamentos, lineamientos y estructuras jerárquicas que se entendería no se presentan en el caso del Fondo y debido a estas diferencias, se considera que lo alcanzado hasta estos instantes por el Poder Judicial, no se puede adoptar tal cual en la organización que ustedes representan.
Esto es de vital importancia, porque como lo señala el artículo 7. Gobierno de TI de la norma CONASSIF 14-17, que la SUPEN les indica deben cumplir, establece lo siguiente:
“Las entidades supervisadas deben establecer una estructura de gobierno de TI con actividades y propósitos orientados a la generación de valor, a la consecución de beneficios acorde a los niveles de riesgo aceptables y al uso óptimo de los recursos de las tecnologías de la información.
Las entidades supervisadas deben procurar que las necesidades de las partes interesadas sean evaluadas respecto a las metas corporativas establecidas; instituir una dirección del gobierno y de la gestión de TI priorizada; y asegurar que sea monitoreado el rendimiento y el cumplimiento respecto a la dirección y las metas acordadas.” (la negrilla no es parte del original)
Este enfoque de la norma es consistente con lo señalado en el Marco de Negocio para el Gobierno y la Gestión de las TI de la Empresa (COBIT 5), cuando señala en el apartado de Beneficios de la Cascada de Metas de COBIT 5 que “La cascada de metas es importante porque permite la definición de prioridades de implementación, mejora y aseguramiento del gobierno de las TI de la empresa, que se basa en metas corporativas (estratégicas) de la empresa y el riesgo relacionado.” (la negrilla no es parte del original)
Además, de que el COBIT 5, establece a su vez en el apartado denominado “Utilizando Cuidadosamente la Cascada de Metas de COBIT 5” que:
“Las metas en cascada — con sus tablas de relación entre metas empresariales y las metas relacionadas con la TI y entre las metas relacionadas con la TI y catalizadores de COBIT 5 (incluyendo procesos) — no contienen la verdad universal y los usuarios no deben intentar usarlo de una manera puramente mecánica, sino como una guía. Hay varias razones para esto, incluyendo:
· Cada empresa establece sus objetivos con distintas prioridades, y estas prioridades pueden cambiar con el tiempo.
· Las tablas de relación no distinguen entre el tamaño y/o la industria en la que se enmarca la empresa. Representan una especie de común denominador sobre cómo, en general, los diferentes niveles de objetivos se interrelacionan.
· Los indicadores usados en la relación utilizan dos niveles de importancia o relevancia, lo que sugiere que hay niveles distintos de relevancia, cuando, en realidad, la asignación se acercará a un continuo de diversos grados de correspondencia.”
Dicho lo anterior sobre la implementación de los marcos, se puede observar que deben ser adaptados puntualmente al quehacer de la organización de la que se trate y por ende, al no ser los mismos objetivos los del Poder Judicial que los del Fondo, el marco de gestión de TI del PJ no puede trasladarse tal cual para ser utilizado en el Fondo.
Esto por cuanto, la complejidad del conglomerado Poder Judicial, con sus prioridades, objetivos y por ende un marco de gestión de TI adaptado de forma específica a este, podría resultar más bien muy extenso y contraproducente a los intereses y objetivos del Fondo, por lo que no es recomendable reaprovechar ese esfuerzo.
Dicho esto, y concordantemente con la reunión sostenida el día 15 de julio entre las personas que integran la Junta y esta Dirección, queda claro que el ámbito de aplicación de lo solicitado por la SUPEN es de cumplimiento y posterior evaluación del Fondo y no del Poder Judicial.
Ahora bien, con el fin de que lo valoren en la respuesta que brinden a la SUPEN, es importante que analicen lo establecido en el Reglamento cuyo cumplimiento la SUPEN (SUGEF 14-17) les exige.  Específicamente el punto 11 de los Considerandos, donde se puede observar lo siguiente:
“Estándares disponibles como marco de referencia: La industria y los profesionales en TI, han venido desde hace varias décadas desarrollando estándares y marcos que permitan gestionar y controlar las tecnologías. Ante la incertidumbre y costo que significa el desarrollo interno de un marco de gestión de TI, las organizaciones han propendido por adoptar alguno de los marcos o estándares disponibles.
Marcos de referencia como Cobit e ITIL y estándares como ISO gozan en la actualidad de aceptación general, desde la visión del supervisor; Cobit es un marco apropiado que se ajusta al negocio y facilita que las organizaciones desarrollen un ambiente de control que responda a las necesidades del negocio, además de estandarizar procesos de TI, limitar desviaciones de los objetivos de negocio y particularmente lograr un balance entre los riesgos que introduce la tecnología de información y su aporte de valor al desempeño y rentabilidad. Estos marcos igualmente permiten el desarrollo del enfoque de supervisión basada en riesgos, por las siguientes razones:
Desde la óptica del negocio:
1. Enfoque en Gobierno de TI: El marco se desarrolla dentro del nuevo enfoque de gobernabilidad de TI como parte del buen gobierno corporativo, procurando mayor involucramiento con los procesos clave, definiendo una estructura de relaciones y procesos diseñados y ejecutados por la entidad para dirigir y controlar la tecnología, sus riesgos y vinculación con las estrategias y objetivos de negocio.
1. Satisface los requerimientos de negocio: Integración más clara entre los objetivos del negocio y la TI, mediante objetivos en el modelo de cascada y métricas que los soportan.
1. Logra la armonización: Integración optimizada de otros estándares internacionales.
1. Definiciones y flujos de procesos: Optimización en las descripciones de los procesos, actividades, entradas y salidas. 
1. Lenguaje y presentación: Utiliza un lenguaje accesible para todo tipo de usuario, mismo que permite a ejecutivos no versados en conocimientos tecnológicos identificar y comprender los principales aspectos de TI.
Desde la óptica del supervisor:
1. Permite evaluar la integración de los procesos de TI con los procesos y líneas de negocio y el logro de los objetivos de la entidad.
1. Permite identificar el grado de dependencia de las entidades de la tecnología de información en sus operaciones.
1. Permite identificar los perfiles de riesgo en TI de los supervisados, con el propósito de concentrar esfuerzos en entidades con mayor exposición o con mayores debilidades de control.
1. Es un marco integrador (alineado con otros estándares y buenas prácticas que puede usarse en conjunto con ellas), enfocado al negocio, y diseñado para ser utilizado por una amplia gama de usuarios, pero principalmente, como guía integral para la alta administración y para los líderes o responsables de los procesos y líneas de negocio.”
Obsérvese que se define que el gobierno de TI es parte del buen gobierno corporativo que la Junta del Fondo debe procurar y vincula al esfuerzo de dirigir la tecnología en estricta comunión con los procesos que son ejecutados en el Fondo y con sus objetivos.
No obstante, es conocido que la Junta no se ha estructurado con la completa autonomía administrativa que la Ley le confiere, proceso en el cual se encuentra inmerso, y prueba de ello es la existencia del “Convenio específico de cooperación interinstitucional y préstamo de recursos, suscrito entre el Poder Judicial y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, lo que crea un modelo complejo y a todas luces atípico en el bloque de entidades supervisas por la SUPEN.
Con esto en mente y para que puedan dar respuesta a los requerimientos 1 al 4 y 6 del oficio SP-489, se les sugiere puntualmente lo siguiente:
Requisito 1. Definir el marco de gestión de TI, conforme establece el artículo 8 del Reglamento General de Gestión de la Tecnología de Información.
El Artículo 8. Gestión de TI, señala literalmente que: 
“Las entidades supervisadas son responsables de planificar, implementar, controlar y mantener un marco de gestión de TI, conforme a los procesos descritos en los Lineamientos Generales y considerando los riesgos de TI establecidos en la gestión integral de riesgos aprobada por el Órgano de Dirección de cada una de las entidades.
El marco de gestión de TI debe formularse, considerando las particularidades de cada entidad supervisada, en atención a su naturaleza, complejidad, modelo de negocio, volumen de operaciones, criticidad de sus procesos y la dependencia tecnológica.”
Esto significa, que la respuesta a la SUPEN debería considerar el plazo que le va a tomar a la Junta definir entre otras cosas su planteamiento estratégico, su modelo de gestión integral de riesgos, su estructura organizativa, los procesos en los que se basa la operativa del Fondo, esto de previo a lograr la definición del marco de gestión de TI.
Requisito 2. Remitir el estudio técnico que justifique razonadamente aquellos procesos del marco de gestión de TI, que se consideren que aplican para el modelo de negocio del Fondo.
Para lograr lo solicitado en este requisito, es importante que hayan establecido los supuestos contemplados como respuesta al punto 1.  Hacerlo sin contar con esos insumos puede derivar en riesgos de no contar con un marco debidamente alineado a la naturaleza del Fondo.  Debido a lo cual, se les sugiere que en la propuesta del Plan de Acción que la SUPEN les requiere, se cree una dependencia entre las actividades del requisito 1 y el requisito 2.
Requisito 3.  Adjuntar el acta del Órgano de Dirección, en donde conste la aprobación del Marco de Gestión de Tecnologías de Información.
Al igual que en los puntos anteriores, hasta tanto no se haya finalizado y se de por cumplido lo establecido en el requisito 1, este acto no va a poder ser entregado.
Requisito 4. Elaborar el plan de trabajo para la implementación de los procesos relacionados con el marco de gestión de TI, teniendo presente el periodo de gradualidad que se indica en la “Disposición transitoria única” del citado reglamento y Requisito 6.  Elaborar un plan de trabajo para la implementación de los procesos relacionados con el marco de gestión de TI, considerando que en la “Disposición transitoria única” del citado Reglamento, se establece un periodo de gradualidad.
Nótese que el artículo 8 vincula al apartado de Lineamientos Generales del Reglamento, donde en el acápite Marco de gestión de TI y período de transición (Artículo 8 y transitorio único), se señala que:
“Las entidades deben implementar los procesos de su marco de gestión de TI gradualmente como máximo durante los primeros 3 años para las entidades supervisadas por SUGEF y 5 años para el resto de las entidades supervisadas por las otras Superintendencias, contados a partir de la entrada en vigencia del reglamento.”
Sobre este punto, se le sugiere a la Junta consultar a la SUPEN sobre el período máximo otorgado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para completar la implementación de los procesos, ya que no es lo mismo para una entidad supervisada por la SUPEN que estuviese plenamente constituida al momento de la entrada en vigor del reglamento y en cuyo caso los 5 años se cumplirían en abril del 2022, que una que se constituye en el 2020.  O si por el contrario el período de gradualidad le permitiría a la Junta finalizar la implementación de los procesos contándose a partir de su autonomía plena.

En otro orden de ideas elaborar el plan de trabajo solicitado, depende en todo caso del marco que se defina para el requisito 1 y en la justificación razonada de aquellos procesos que aplican y los que no, por lo que los requisitos 4 y 6, solo podrán cumplirse y programarse en el tiempo, hasta que los puntos 1, 2 y 3 estén finalizados.

Requisito 5.  Considerar lo indicado en el SP-A-189-2017, donde se establece que el fondo debe remitir anualmente el Perfil Tecnológico, en los primeros 10 días hábiles del mes de agosto.
Para este requisito es importante señalar que, en los años anteriores a la conformación plena de la Junta, esta labor ha sido asumida por esta Dirección.  Esto como una colaboración con la Dirección Ejecutiva y el Departamento Financiero Contable, ya que, aunque el nombre señala Perfil Tecnológico, se consultan cuestiones propias de la organización y el modelo de toma de decisiones específicos del Fondo.
Para este año, parte de la documentación ha sido recopilada por el personal de la DTIC, sin embargo, se requiere presentarles el modelo, el esfuerzo que significa y hacer junto a ustedes los ajustes para adaptarlo al funcionamiento actual de la Junta.  Para ello nos ponemos a su disposición para hacerles una presentación y después remitirles los archivos que deben ser subidos y posteriormente aprobados por la SUPEN, o en su defecto, exista un acuerdo de la Junta para que la persona que lo ha venido haciendo y enmarcados en los servicios del convenio, pueda hacer la remisión.

Requisito 7.  En línea con las sanas prácticas, se sugiere que el acuerdo de nivel de servicio suscrito entre el Fondo y el Poder Judicial esté basado en directrices contenidas en el marco de referencia ITIL.
Sobre este punto en particular, al tratarse de varios servicios los que esta Dirección les presta, estaremos documentando los acuerdos de nivel de servicio, basándonos en ITIL que es nuestro modelo en estos casos, en un plazo máximo de 6 meses contados a partir del 1 de agosto.  Esto irá generando entregables paulatinos que estaremos socializando con ustedes y “firmando” como acuerdo.
De igual forma, dado que el Convenio establece la cooperación de otros órganos del Poder Judicial, se les sugiere contactar con ellos para que, de igual forma, les sean documentados esos acuerdos de nivel de servicio.

Por último, basándonos en una aproximación genérica del modelo de implementación de COBIT 5 y las explicaciones que se nos brindaron en la reunión del 15 de julio de 2020, se les sugieren algunas etapas que podría tener el proyecto o Plan de trabajo a remitir a la SUPEN, cuyas fechas deberán ser asignadas una vez que esa entidad supervisora les aclare la consulta a los requisitos 4 y 6.  No omitimos agregar que puede ser que algunas de estas actividades ya las tengan completadas o en proceso

1. Definición de los elementos estratégicos y organizacionales para el funcionamiento autónomo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
0. Deberían contar con una serie de entregables:
0. Plan estratégico de la Junta
0. Modelo organizativo de la Junta, con los procesos, personal necesario, etc.
0. Reglamento de Gobierno Corporativo
0. Reglamento de riesgos
1. Conformación operativa de la Junta.
1. Contratación del personal de la junta (contable, riesgos, inversiones, tecnología, etc.)
1. Traslado de las capacidades actuales del Poder Judicial a la Junta.
2. Capacitación y generación de capacidades en el personal de TI.
2. Transición en la operativa de los sistemas y servicios tecnológicos.
1.  Definición del Marco de Gobierno de las TIC
3. Declaración de aplicabilidad de procesos, prácticas de gobierno y actividades (Cuales aplican y cuales no)
3. Aprobación del Marco de Gobierno y Gestión de TI
1. Implementación de los procesos del marco de Gobierno y Gestión de TI aplicables
4. Análisis de la situación actual
4. Definición de la hoja de ruta
4. Implementación de los procesos
4. Evaluación de la implementación

En conclusión, la Junta de Pensiones del Poder Judicial se formalizó hasta febrero del 2020, por lo que no es posible cumplir con los requerimientos de cumplimiento dado que aún no han conformado su aparato administrativo y no se ha realizado un traslado de los procesos que tenía el Poder Judicial, por lo que el plan de trabajo que se proponga deberá iniciar con la conformación de este aparato administrativo de soporte, establecer proyectos de traslado de los procesos administrativos y tecnológicos al fondo y el cumplimiento cronológico explicado en cada uno de los requisitos indicados. Por lo que lo recomendable es hacer ver la situación actual del Fondo a la Supen y presentar un plan de trabajo con estos aspectos a 3 o 5 años conforme al plazo inicialmente dado a las organizaciones existentes, de igual forma se recomienda establecer un proyecto de cumplimiento donde se contrate el desarrollo del marco de Gobierno de las tecnologías en la Junta del Fondo de Pensiones de Poder Judicial.

Espero haber dado respuesta a la consulta planteada en el acuerdo de la Junta, y deseo reiterar el compromiso de esta Dirección por orientarles en lo que estimen pertinente en estos y otros temas tecnológicos, conforme al Convenio existente, Quedamos a la orden para aclarar lo que consideren necesario.”
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[bookmark: _Hlk49934793]Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe elaborado por la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información y Comunicaciones, los másteres Orlando Castrillo Vargas, Subdirector de Tecnología de la Información y Comunicaciones, Michael Jiménez Ureña, Jefe de la Sección de Telemática y la licenciada Tania Pérez Barrantes, referente al Perfil Tecnológico de la Dirección de Tecnología de la Información y las Comunicaciones. 2.) Solicitar a la Superintendencia de Pensiones, indique el período máximo otorgado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para completar la implementación de los procesos, ya que no es lo mismo para una entidad supervisada por la SUPEN que estuviese plenamente constituida al momento de la entrada en vigor del reglamento y en cuyo caso los 5 años se cumplirían en abril del 2022, que una que se constituye en el 2020.  O si por el contrario el período de gradualidad le permitiría a la Junta finalizar la implementación de los procesos contándose a partir de su autonomía plena. 3.) Comisionar a la licenciada Ana Lucrecia Ruíz Rojas, Secretaria de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para que consulte a la Superintendencia de Pensiones si actualmente es una obligación crear un Comité de Tecnología de la Información, dado que aún no se ha conformado el aparato administrativo y no se ha realizado un traslado de los procesos que tenía el Poder Judicial. Se declara este acuerdo firme. 
ARTÍCULO III 
DOCUMENTO N° 795-2020.
En relación con el acuerdo anterior, en el que se conoció el informe elaborado por la Dirección de Tecnología de la Información y las Comunicaciones, referente al Perfil Tecnológico, se acordó: Autorizar a la licenciada Tania Pérez Barrantes, Profesional de la Dirección de Tecnología de la Información y las Comunicaciones, para que en representación de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y en coordinación con el máster Oslean Mora Valdez, Administrador interino de la Junta, remitan a la Superintendencia de Pensiones el Perfil Tecnológico. Se declara este acuerdo firme.

[bookmark: _Toc49686177]ARTÍCULO IV DATOS SENSIBLES
DOCUMENTO N° 716-2020
La señora Grettel Bernabé Lewell, Jubilada judicial, mediante nota del 10 de agosto de 2020, gestionó se deje sin efecto el rebajo de planilla de las deducciones de préstamos de planilla ya que, ella se comprometía a hacerle frente a esas deudas por cancelación de cuotas por ventanilla. 
Al respecto la Sala Constitucional en sentencia 2009-006947 de las 15:44 horas del 30 de abril de 2009, reiterada en las sentencias 2007-014108 de las 11:40 horas del 5 de octubre de 2007 y 2017-13116 de las 9:30 horas del 18 de agosto de 2017), ha sostenido: “…En todo caso, si el recurrente no otorgó esa autorización, o si por el contrario, en este momento ya no está conforme con que se practiquen tales deducciones, así lo deberá alegar ante la propia cooperativa recurrida o acudir a la vía de legalidad ordinaria, a efectos de que se disponga lo procedente, pues tal disconformidad implica un conflicto contractual propio del derecho privado que no procede dilucidar en esta sede, …”
En relación con lo anterior, por unanimidad, se acordó: Indicar a la señora Grettel Bernabé Lewell, Jubilada judicial, que el procedimiento de aplicación de las deducciones a las personas jubiladas y pensionadas está basado en la “Norma Operativa para el Servicio de Deducciones Automáticas y Recuperación de Sumas a favor del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, donde se establecen los deberes y responsabilidades de las entidades deductoras para aplicar rebajos a las jubilaciones y pensiones, por lo que es un trámite que deberá realizar ante el Banco Popular y Caja de Préstamos y Descuentos del Poder Judicial- CAPREDE. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc49686181]ARTÍCULO V 
DOCUMENTO N° 204, 679-2020.
En sesión N° 24-2020 de 13 de julio de 2020, artículo XXX, se tomó el acuerdo que dice:
[bookmark: _Toc35529467]“En la sesión N° 9-2020 celebrada el 23 de marzo del 2020, artículo XIV, se tuvo por rendido el informe presentado por el licenciado Gerardo Montero Martínez, Contador Público, relativo a la visita de auditoría externa de Tecnologías de Información del período 2019 al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. De conformidad con el convenio de cooperación interinstitucional entre el Poder Judicial y esta Junta Administradora, se solicitó a la Dirección de Tecnología de la Información que valoren las recomendaciones emitidas en el “Informe de Auditoría de Tecnología de Información de los Estados Financieros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones”, efectuado por el Despacho Carvajal & Colegiados. Una vez cuenten con las valoraciones pertinentes, deberán informar a este Junta Administradora la viabilidad de implementar las recomendaciones citadas, así como la cuantificación de la implementación de las mismas. En ese momento, se hizo este acuerdo de conocimiento del Comité de Auditoría.”
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Informa la Secretaría General de la Corte que revisados los registros que esta lleva, no se tiene respuesta de lo solicitado en sesión N° 9-2020 celebrada el 23 de marzo del 2020, artículo XIV.
- 0 -

Se acordó por unanimidad: 1.) Tomar nota de la comunicación realizada por la Secretaría General de la Corte. 2.) Solicitar a la Dirección de Tecnología de la Información que en el plazo de 10 días remita a esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial lo requerido mediante sesión N° 9-2020 celebrada el 23 de marzo del 2020, artículo XIV, referente a las recomendaciones emitidas en el “Informe de Auditoría de Tecnología de Información de los Estados Financieros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones”, efectuado por el Despacho Carvajal & Colegiados. Se declara acuerdo firme.”
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En relación con lo anterior, la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información y las Comunicaciones, en oficio N° 1460-DTI-2020 de 30 de julio de 2020, que dice:
“En respuesta a su oficio N. 457-2020 de fecha 20 de julio de 2020, donde se transcribe el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 24-2020 celebrada el 13 de julio del 2020, específicamente en su acuerdo 2 que dice “2.) Solicitar a la Dirección de Tecnología de la Información que en el plazo de 10 días remita a esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial lo requerido mediante sesión N° 9-2020 celebrada el 23 de marzo del 2020, artículo XIV, referente a las recomendaciones emitidas en el “Informe de Auditoría de Tecnología de Información de los Estados Financieros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones”, efectuado por el Despacho Carvajal & Colegiados.”, me permito remitirle el análisis correspondiente y las respuestas para cada punto.

En el Informe Final de Auditoría de Tecnologías de Información, Carta de Gerencia CG-TI 2019, remitido por Carvajal & Asociados contiene un hallazgo nuevo y 4 hallazgos de períodos anteriores
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Sobre el hallazgo nuevo del período 2019, “DEFICIENCIAS ENCONTRADAS EN LOS PROCEDIMIENTOS DE RESPALDOS Y RECUPERACIÓN DE DATOS DEL FONDO DEL PODER JUDICIAL”, las recomendaciones que realizan son:
1. Documentar el procedimiento para los respaldos de información, considerando los siguientes aspectos:
0. Plan de respaldo.
0. Cuáles datos se deben incluir.
0. Medios de soporte a utilizar (discos duros, cintas, etc.).
0. Tipos de respaldos (parciales, incrementales, etc.).
0. Cantidad de copias a realizar.
0. Donde guardarlas.
0. Quienes los manejan.
0. Verificación del respaldo.
0. Periodicidad de los respaldos (mensual, semanal, diaria, etc.)
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	Estimación del esfuerzo
	

	La Dirección de Tecnología se encuentra documentando el procedimiento. Dado que el procedimiento se debe aplicar en todos los circuitos judiciales del país donde hay centros de datos, se requiere tiempo para homologar las prácticas.
Debido a lo anterior, se tendrá listo para diciembre del 2020.



1. Establecer un plan de pruebas de restauración de respaldos en donde por cada tipo de respaldo se indique lo siguiente:
1. Periodicidad de las pruebas.
1. Responsable.
1. Resultados
1. Acciones ejecutadas cuando las pruebas resultaron insatisfactorias.
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	Estimación del esfuerzo
	

	El plan de pruebas se encuentra en construcción de forma paralela al procedimiento de respaldos de la recomendación 1.  
Se liberará en diciembre de 2020.



Sobre los cuatro hallazgos de años anteriores y que se encuentran En Proceso, las observaciones de esta Dirección son las siguientes:

HALLAZGO 01: OPORTUNIDADES DE MEJORA IDENTIFICADAS EN LOS SISTEMAS DEL FPJ.

En relación con la parametrización de las contraseñas de los sistemas del Fondo del Poder Judicial, se determinó los siguientes aspectos:
1. Cantidad de sesiones simultáneas que pueden poseer los usuarios: La Dirección de Tecnología de la Información y Comunicación (DTIC) menciona que en el oficio 835, CLÁUSULA TERCERA: "en relación con los sistemas de información del Fondo de Jubilaciones, Contabilidad y Sistema de Inversiones, la Dirección de Tecnología brindará el soporte, atención de incidentes y las mejoras estrictamente necesarias, las cuales deberán ser elevadas a la Comisión Gerencial de Tecnología para su respectiva valoración, deberá ser considerado la disponibilidad del recurso".
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	Estimación del esfuerzo
	

	Es necesario aplicar cambios en los 3 sistemas antes mencionados.  Sin embargo, en este momento no se cuenta con recurso humano para atender las modificaciones planteadas en la solicitud por lo que se solicita a la Junta valorar la prioridad de esta mejora para que eleven la solicitud al Comité Gerencial de TI. En el caso del Sistema Contable, el cronograma de trabajo actual llega a julio del 2021. Para cada sistema se estima una duración de 12 días hábiles, un recurso a tiempo completo.



1. Uso de contraseñas temporales cuando se requiera crear un usuario o restablecer una contraseña: Se determinó que se restablece la contraseña y permite activar la opción para que le solicite al usuario el cambio de contraseña en el siguiente inicio de sesión, ambas opciones se realizan de manera individual por cada cuenta de usuario y no por una configuración ya establecida.
1. Tanto el Sistema del Fondo de Jubilaciones como el Sistema de Cartera de Inversiones utilizan Seguridad PJ, el cual ya tiene lineamientos establecidos en cuanto al uso de contraseñas. Por su parte
1. Vencimiento de la contraseña: Se identificó la opción en la política del AD, sin embargo, cuenta con 0 días. Además, se comprobó que cuenta con un Sistema Administrador de contraseñas se notifica mediante correo a los usuarios que incumple con cambiar cada 90 días la contraseña según lo establecido en el lineamiento para el uso de las credenciales de usuario y contraseñas (L-DTIC-001). Para dicho control cuentan con un Sistema Administrador de contraseñas. La notificación establecer los requisitos mínimos que debe considerar para la nueva contraseña.
1. Tamaño de la contraseña: Se comprobó en la política del AD que el tamaño mínimo de la contraseña es de 8 caracteres. 
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	Estimación del esfuerzo
	

	Lo solicitado en la evualuación de la auditoría externa, son elementos que se cumplen con el uso de un módulo de seguridad denominado Seguridad PJ.  En la actualidad, ese módulo es utilizado por el Sistema de Cartera de Inversiones y el Sistema Fondo de Jubilaciones y Pensiones. 
En el caso del Sistema Contable, debe realizarse la migración de la seguridad para que utilice el módulo de SeguridadPJ, programada según su estimación probable en el cronograma para el mes de julio del 2021.
Esta migración es un proceso en extremo compleja, debido principalmente a que actualmente el sistema trabaja con 5 áreas, por lo que la duración estimada es de 5 meses a partir de julio de 2021.



En relación con las gestiones realizadas para subsanar las deficiencias encontradas en las cartas de gerencia de periodos anteriores, la Dirección de Tecnología de la Información y Comunicación menciona lo siguiente:
 
*Sistema Integrado de Carteras de Inversión (SCI): Según lo indicado por el usuario se mantiene la  condición, sin embargo, se remitió a la Dirección de Tecnología de Informática el GIS No.  IM-718719-2-205598 (reporte de mejora), para que se realicen los cambios correspondientes, es  importante indicar que este GIS no se había remitido anteriormente, pero si estaba en espera del trámite respectivo, en virtud de que estaba en espera de la finalización del proceso de integración de los requerimientos de SUPEN (nuevo catálogo contable y cambios relacionados en los sistemas).
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	Estimación del esfuerzo
	

	Corresponden a requerimientos que se presentaron a la Junta Administradora del Fondo mediante Oficio No. 1234-DTIC-2020, los cuales deberán ser valorados por la Junta y si proceden, remitirlos a la Comisión Gerencial de TI. Se estima que la mejora registrada con el caso IM-718719-2-205598 se puede desarrollar en 8.5 días.



*SIGA-FPJ Según lo indicado por el usuario se mantiene la condición. 
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	Estimación del esfuerzo
	

	En Carta a Gerencia del 2018, se refiere a que el proceso de subida del aporte quincenal de los empleados, jubilados y pensionados se realice de forma integrada entre SIGA-FJP y SIGA-GH, en vez de utilizar un archivo texto, como se hace actualmente; de acuerdo a minuta de reunión realizada el 29/11/2017, se requiere que la Junta Administradora solicite el criterio de Gestión Humana, dado que en dicha minuta exponen: que se está a la espera de que se termine con la definición del manejo de las incapacidades a lo interno de GFH y que  no será posible aplicar la recomendación de la Auditoría Externa solicitada por Financiero Contable mediante la boleta N° 161-TI-2017, debido a las limitaciones expuestas por Gestión Humana. (Ver minuta adjunta).



*SIGA-CONTA: Según lo indicado por el usuario se mantiene la condición, sin embargo, se tiene previsto trabajar a finales del 2020 y principios del 2021 con el DTIC para subsanar la deficiencia indicada.
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	Estimación del esfuerzo
	

	Dicho hallazgo se refiere a completar el Módulo de Conciliaciones y a la fecha no se cuenta con los requerimientos por parte de las partes usuarias. No obstante, según el cronograma de trabajo actual, se estima atender estas mejoras a partir de noviembre del 2020 y finalizar en abril del 2021, ya que se requieren 98.25 días, esto será asumido con recurso interno del Poder Judicial, impactando a todas las áreas que contempla el sistema.



Por último, se determinó que el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 32-19, celebrada el 9 de abril de 2019, artículo XXXVII, acordó modificar la circular N° 40-2019 aprobada en la sesión Nº 9-19 celebrada el 05 de febrero del 2019, artículo LV, acogió referente al “Procedimiento para la administración de bitácoras de los sistemas del Poder Judicial” elaborado en enero del 2019 y en la lista de reportes o consultas disponibles por sistema para revisar la bitácora de transacciones se incluye el Sistema de Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Sin embargo, el procedimiento no define la periodicidad en la que el Usuario encargado de oficina debe realizar las revisiones a la bitácora de las transacciones del sistema, a pesar de que se identificó en el reporte de Bitácora de Transacciones (SIGA-FPJ) las revisiones de los 4 trimestres del 2019. 
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	Estimación del esfuerzo
	

	Dado que el procedimiento actual fue aprobado por el Consejo Superior, la Junta Administradora  deberá definir la periodicidad en que se debe realizar dicha revisión de bitácoras para los sistema del Fondo de Jubilaciones y aplicar mecanismos de control que le permitan verificar que las partes usuarias están cumpliendo con el procedimiento y la periodicidad.


 
Además, el procedimiento para la administración de bitácoras en cuanto a las revisiones periódicas de los movimientos realizados en el sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones elaborado en marzo del 2017, no se encuentra actualizado.
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	Estimación del esfuerzo
	

	Se va a aplicar en el documento una actualización de fecha, aunque el contenido del mismo se mantiene vigente. Sin embargo, para el Fondo aplica el  “Procedimiento para la administración de bitácoras de los sistemas del Poder Judicial” elaborado en enero del 2019, por lo que es de una fecha más reciente y es el que se debe utilizar.



HALLAZGO 03: AUSENCIA DE UN PLAN DE CONTINUIDAD DE TECNOLOGÍAS DE INFORMACIÓN ACTUALIZADO PARA EL FONDO DEL PODER JUDICIAL.

“Actualmente la Dirección de Tecnologías de Información no cuenta con el plan de continuidad de tecnologías de información. No obstante, se determinó la existencia de una contratación de horas de asesoría profesional para el desarrollo de las fases III, IV y V del Plan General de Continuidad de Servicio del Poder Judicial. Cabe mencionar que sí se cuenta con un plan de contingencias para el FPJ, no obstante, aún no se ha implementado el respectivo proceso de continuidad.” 
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	Estimación del esfuerzo
	

	El plan de continuidad de los servicios institucionales es un proyecto que se está gestionando y que finaliza en noviembre del 2021 - como lo menciona el informe de Carvajal & Asociados-, siempre y cuando se mantengan las condiciones de dotación de recurso humano adicional y que es otorgado por el Consejo Superior.
No obstante, debe hacerse notar que la orientación de ese plan es para todo el Poder Judicial y los productos no estarán diseñados de manera específica para el Fondo, por lo que se le sugiere a la estimable Junta, tomar las medidas del caso para realizar un Plan de Continuidad propio.  Es importante que la Junta tenga en operación y documentados sus servicios y procesos de gestión, de previo a que realice los análisis correspondientes a su continuidad.



OPORTUNIDAD DE MEJORA 02: AUSENCIA DE UN PROCEDIMIENTO DE PLANEACIÓN PARA LA REVISIÓN DEL DESEMPEÑO Y CAPACIDAD DE LOS RECURSOS DE TI.

“Se identificó la existencia del procedimiento y plan para la gestión de la capacidad y disponibilidad de la plataforma, no obstante, aún no ha sido aprobado e implementado.”
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	Estimación del esfuerzo
	

	El piloto para la liberación del proceso está en ejecución en estos instantes, se estima terminar su implantación y correspondiente aprobación a finales del año 2020.”
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Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe elaborado la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información y las Comunicaciones, en oficio N° 1460-DTI-2020 de 30 de julio de 2020. 2.) Comisionar al master Oslean Mora Valdez, Administrador interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para que le dé seguimiento a las recomendaciones realizadas por la Auditoría de Tecnología de Información de los Estados Financieros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones”, efectuada por el Despacho Carvajal & Colegiados y el informe realizado por la Dirección de Tecnología de la Información y las Comunicaciones, mediante oficio N° 1460-DTI-2020, a fin de que haga las observaciones necesarias de conocimiento de esta Junta. Se declara este acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc49686183]ARTÍCULO VI 
DOCUMENTO N°793-2020.
Se recibe en audiencia al licenciado Fernando Lara Gamboa, Abogado, quien se refiere al Criterio Jurídico N° OL-FL-001-2020, que dice:
“CRITERIO JURÍDICO NÚMERO OL-FL-001-2020 
OBJETIVO 
Debido a que, en días pasados en sesión de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se acordó: “1.) Tomar nota de lo comunicado por la Secretaría General de la Corte en oficio número 2207-2019 del 4 de marzo de 2019, mediante el cual comunicó el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión número 19-2019 celebrada el 1 de marzo del 2019, artículo XIX. 2.) Solicitar al Departamento Financiero Contable remita un informe de los montos exactos de las retenciones de Impuesto sobre la renta, pago de premios e intereses moratorios por inversión en títulos valores de dineros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que se deben reclamar al Ministerio de Hacienda. 3.) Asignar el presente caso para estudio de la asesoría legal contratada por esta Junta Administradora, con la finalidad de que recomiende lo que corresponda en el eventual litigio para recuperar las sumas retenidas por el Ministerio de Hacienda.” Se procede con presente informe legal con base en los documentos remitidos.
DOCUMENTOS REMITIDOS 
La presente opinión jurídica se basa en los documentos aportados por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, los cuales se citan a continuación: 
 Ley N°. 7333 Ley Orgánica del Poder Judicial, del 05 de mayo de1993. 
 Oficio N°. TN1630-2017, suscrito por Mauricio Arroyo Rivero, del Ministerio de Hacienda, de fecha 3 de noviembre de 2017. 
 Ley N°. 9544 Reforma a la Ley N° 7333 LOPJ, del 24 abril de 2018. 

Resolución DGCN-097-2018 de la Dirección General de Grandes Contribuyentes Nacionales, del 31 de mayo de 2018, donde reconoce la exoneración de impuestos a favor del FJPPJ. 
 Oficio N° TN-DGP-UGP-1575-2018, suscrito por el señor Juan Carlos Borbón Cambronero, del 27 de diciembre de 2018, con el cual se niega la posibilidad de establecer un convenio entre las partes. 
 Oficio N°. 0356-FC-2020, suscrito por el señor MPM. Oslean Mora Valdez, y la señora MBA. Floribel Campos Solano, del 18 de junio de 2020, con el detalle de las gestiones efectuadas por el retraso en el pago de cuotas, así como el impuesto sobre la renta. 
 Oficio No. 6310-2020, suscrito por el Lic. Eduardo Chacón Monge, Prosecretario a.i. de la Secretaría General de la Corte, del 6 de Julio de 2020. 
PROBLEMÁTICA 
TEMA 1: Mediante el oficio 518-FC-17 del 25 de setiembre del 2017, se solicita al Ministerio de Hacienda el pago de intereses por la cancelación tardía de los Aportes Patronales Estatales del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
Mediante Oficio N°. TN1630-2017, el señor Mauricio Arroyo Rivero, del Ministerio de Hacienda, reconoce el retraso en la cancelación de cuotas, y manifiesta que, para poder pagar intereses por los atrasos, se debe de suscribir un convenio con el Ministerio de Hacienda. 
Mediante los oficios N°5677-TE-2018 y SP-126, se vuelve a solicitar la cancelación de deducciones del aporte obrero y aportes patronales, y en la respuesta Oficio N° TN-DGP-UGP-1575-2018, suscrito por el señor Juan Carlos Borbón Cambronero, del 27 de diciembre de 2018, niega la posibilidad de establecer un convenio entre las partes que establezca el pago de intereses por retrasos, y alega que ““…no hay fechas definidas para el giro de los recursos, los cuales están sujetos a la disponibilidad de fondos con que cuente la Tesorería Nacional, de conformidad a lo artículo 59 inciso d) de la Ley 8131, “Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos” y Decreto N°40540-H, “Contingencia Fiscal”; por esta razón no es procedente el reconocimiento de los intereses solicitados…” Dado lo anterior es importante indicar que el giro de los recursos quedan sujetos al financiamiento y la prioridad de los pagos; conforme lo establece los artículo 59 inciso d) de la Ley 8131, “Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos”; el artículo 93 del Decreto Ejecutivo N° 32988, “Reglamento a la Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos”, el Decreto N°40540-H, “Contingencia Fiscal” y sus reformas.” 
En el oficio No. 6310-2020, suscrito por el Lic. Eduardo Chacón Monge, Prosecretario a.i. de la Secretaría General de la Corte, del 6 de Julio de 2020, se cita criterios de la opinión legal, sobre el cobro del dinero al Ministerio de Hacienda que se circunscribe básicamente a aspectos de prescripción y al tema de cobro de impuestos. 
TEMA 2: Según la ley N°. 7333 Ley Orgánica del Poder Judicial, del 05 de mayo de1993, en su artículo 241 se establece que: “Las operaciones que se ejecuten con recursos provenientes del Fondo estarán exentas de todo tipo de impuestos y tasas.”; años después se hizo reforma a dicha ley, mediante la Ley 9544 del 24 abril de 2018, la cual rige actualmente, que en su artículo 238, ya no dispone una excepción de todo tipo de impuestos y tasas, sino de solamente los referidos en el artículo 18 y en el 23 inciso c, de la ley del Impuesto de la Renta: “Estarán exentos de los impuestos referidos en el artículo 18 y en el inciso c) del artículo 23 de la Ley N.º 7092, Ley del Impuesto sobre la Renta, de 21 de abril de 1988, y sus reformas, los intereses, los dividendos, las ganancias de capital y cualquier otro beneficio que produzcan los valores en moneda nacional o en moneda extranjera en que se inviertan los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.” 
Existe evidencia que Hacienda ha retenido dinero por concepto de impuesto de renta sobre el dinero invertido en títulos valores del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, así como “pago de premios”, antes de la reforma. 
CUESTIONES QUE SE PLANTEAN 
TEMA 1: 
INTERESES DE ATRASOS 
 Mediante el Oficio N°. TN1630-2017, suscrito por Mauricio Arroyo Rivero, del Ministerio de Hacienda, de fecha 3 de noviembre de 2017, se planteó que, para el pago de intereses por atrasos en los aportes, se tenía que suscribir un convenio. 

  comportamientos de la Administración deben estar sometidos a la ley, y en general a todas las normas del ordenamiento jurídico, es lo que se conoce como el principio de juridicidad de la Administración, sea que las instituciones públicas solo pueden actuar en la medida en la que se encuentre apoderadas para hacerlo por el mismo ordenamiento y normalmente a texto expreso, en consecuencia solo le es permitido lo que esté constitucionalmente y legalmente autorizado en forma expresa y todo lo que no les esté autorizado, les está vedado.” Sentencia 962-12 
De no existir un convenio, de conformidad a lo artículo 59 inciso d) de la Ley 8131, “Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos” y Decreto N°40540-H, “Contingencia Fiscal”, la Administración está facultada a pagar al tener disponibilidad de fondos; sin que dicha norma prevea el pago de intereses, generando un vacío en ese tema. 
De previo a la entrada en vigencia de la Ley N°. 9544 Reforma a la Ley N° 7333 LOPJ, del 24 abril de 2018, la Junta aun no tenía personalidad jurídica instrumental para ejercer la representación judicial y extrajudicial del Fondo frente al Estado Central, por lo tanto, era un simple órgano del Poder Judicial lo que impedía que pudiera ejercer acciones directas en contra del Ministerio de Hacienda.

El 27 de diciembre de 2018, mediante el oficio TN-DGP-UPD-1575-2018, Hacienda reconoce nuevos atrasos, e informa que el Convenio es inviable, y decide no suscribirlo; afirmando que: 
“se mantiene lo indicado mediante el oficio TN-1630-2017, a saber: …no hay fechas definidas para el giro de los recursos, los cuales están sujetos a la disponibilidad de fondos con que cuente la Tesorería Nacional, de conformidad a lo artículo 59 inciso d) de la Ley 8131, “Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos” y Decreto N°40540-H, “Contingencia Fiscal”; por esta razón no es procedente el reconocimiento de los intereses solicitados…” 
Dado lo anterior es importante indicar que el giro de los recursos quedan sujetos (sic) al financiamiento y la prioridad de los pagos; conforme lo establece los artículo 59 inciso d) de la Ley 8131, “Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos”; el artículo 93 del Decreto Ejecutivo N° 32988, “Reglamento a la Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos”, el Decreto N°40540-H, “Contingencia Fiscal” y sus reformas.” 
 En ambos casos fueron gestiones puntuales, en donde no consta que se hayan interpuesto los recursos ordinarios, ni tampoco ninguna gestión ante la Jurisdicción Contencioso Administrativo, por lo tanto, ya expiró el plazo establecido en el artículo 175 de la LGAP. 

TEMA 2: 
RETENCIONES

El tema de las retenciones ha sido mucho más desarrollado que el tema de los intereses. Según la ley 7333, del 05 de mayo de 1993, en su artículo 241: hace una exención de impuestos a las operaciones efectuadas por el Fondo: “Las operaciones que se ejecuten con recursos provenientes del Fondo estarán exentas de todo tipo de impuestos y tasas.” 
 Hacienda alega que con la entrada a regir del artículo 100 de la Ley Reguladora del Mercado de Valores Ley 7732, el día 27 de enero de 1998, se reforma tácitamente la exención de la Ley 7333, del 05 de mayo de 1993 y por lo tanto se impone un 5% de impuesto sobre los rendimientos percibidos que no están sujetos al impuesto único sobre intereses del impuesto de la renta. 
 De conformidad con el estudio hecho por la Dirección Jurídica mencionado en el oficio número 6310-2020, suscrito por el Lic. Eduardo Chacón Monge, Prosecretario a.i. de la Secretaría General de la Corte, del 6 de Julio de 2020, la mayor cantidad de dinero por concepto de impuestos de renta son del año 2004 y 2005, y no queda claro si es porque se cobró más del 5% antes mencionado, o si efectivamente es el cobro del 5%. 
 Del mismo informe queda claro que en su momento se presentaron reclamos resueltos de la siguiente forma: 

o “…TN-RES-072-2010 notificada el 23 de diciembre de 2010, en la cual se declaró improcedente la devolución de la retención de la renta del año 2005, así como sus intereses sobre los títulos de gobierno adquiridos para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones. 

o TN-RES-073-2010 notificada el 23 de diciembre de 2010 en la cual se declaró improcedente la devolución del 0.80% de retención del impuesto sobre la renta de los años 2004 y 2005 así como el reconocimiento de intereses. 

TN-RES-075-2010 de 13 de diciembre 2010 notificado el 23 de diciembre de 2010, mediante el cual se declaró improcedente al cobro de premio pactado sobre transacción de año 2004. 

o Con posterioridad, según se advierte del indicado documento, fue planteado incidente de nulidad de notificación contra esas resoluciones que fue resuelto mediante sendas resoluciones (TN-RES-015-2011, TN-RES-016-2011, TN-RES-017-2011) y notificadas el 14 de julio de 2010. 

o También con posterioridad, se advierte de los documentos adjuntos al oficio en mención, la gestión en sede jurisdiccional que consiste en un Amparo de Legalidad que fue rechazado mediante resolución 600-2013 de fecha 18 de junio de 2013.” 

 Posterior a dichos reclamos no se interpuso ninguna acción judicial, con excepción del amparo de legalidad que fue rechazado. Nótese que la mayoría de las gestiones administrativas que se efectuaron fueron hace casi 10 años, y versan sobre hechos que ocurrieron hace más de 15 años, por lo tanto, es posible que el Estado alegue prescripción la cual en estos casos opera después de los 3 años. 

 Mediante la Resolución número DGCN-097-2018, del 31 de mayo de dos mil dieciocho, se otorga por parte de la Dirección de Grandes Contribuyentes, una exoneración parcial e indefina, basándose en el artículo 238 de la Ley número 9544, el cual establece que “Estarán exentos de los impuestos referidos en el artículo 18 y en el inciso c) del artículo 23 de la Ley N.º 7092, Ley del Impuesto sobre la Renta, de 21 de abril de 1988, y sus reformas, los intereses, los dividendos, las ganancias de capital y cualquier otro beneficio que produzcan los valores en moneda nacional o en moneda extranjera en que se inviertan los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.”; la resolución claramente establece que es únicamente para fondos a nombre del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, cédula Jurídica 3-110-759688, también establece los requisitos exigidos por Hacienda para que opere la exoneración, entre los que se citan la presentación anual de un registro auxiliar de inversiones dentro de los primeros 15 días naturales del mes de enero, dicha exoneración no se refiere a las operaciones de reportos, recompras, fondos inmobiliarios; mientras que sí aplica para inversiones en títulos valores emitidos por el Banco Popular y de Desarrollo Comunal, y Banco Hipotecario de la Vivienda, también en la inversión de macrotítulos. No se tiene conocimiento que se haya apelado la resolución por lo tanto esa es la exoneración que actualmente rige. 
CONCLUSIONES 
 Pese a ser ambos temas competencia del Ministerio de Hacienda, debido a que dichos temas se trataron inicialmente como gestiones independientes y al ser temas totalmente distintos, uno de cobro de intereses por atrasos, y el otro de solicitud de retenciones de impuestos improcedentes, se recomienda tratarlos por separado, ya que el objeto es distinto. 

 La forma en que se efectuaron las solicitudes ante el Ministerio de Hacienda no fu la adecuada, ya que según la evidencia que se posee, se trató como un tema político, que dependía de la voluntad política y no como un tema jurídico que dependía de la legalidad. Muchas gestiones que se hicieron de buena fe para evitar la judicialización del tema, lo propició la pérdida del tiempo valioso sin lograr resultados positivos. Con el pasar del tiempo los actos se fueron consintiendo de forma tácita al no interponer los recursos correspondientes en tiempo y forma, de manera que los plazos corrieron, provocando que operara los supuestos establecidos en los artículos 38, 39, 40, 41 del Código Procesal Contencioso Administrativo siguientes y concordantes, relativos a la prescripción, por lo tanto, hay muchas posibilidades de que, si se presenta algún reclamo judicialmente, el mismo ni siquiera sea conocido por el fondo. 

 Se recomienda para futuros reclamos utilizar los mecanismos de impugnación que procedan para impugnar las decisiones de los órganos del Ministerio de Hacienda, porque es el único mecanismo jurídico que procede. 

 Al parecer este tipo de reclamos se van a seguir dando, y por ejemplo en cuanto al tema de los atrasos en los pagos de los aportes obreros y patronales, existe jurisprudencia con respecto a los atrasos en los pagos del Gobierno y a la procedencia del reconocimiento de intereses e indexación; sin embargo, no versa sobre temas idénticos al actual, por lo tanto, no hay seguridad de que los Tribunales consideren la procedencia de los mismos. En caso de que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, lo decida, se podría intentar interponer un reclamo ante la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, a ver si aplican de forma análoga los intereses y la indexación para estos casos. De prosperar el caso la decisión sería aplicable para los demás casos posteriores. 

 Con respecto al tema de la retención del impuesto de renta, hay que tomar en cuenta el artículo 100 de la Ley Reguladora del Mercado de Valores Ley 7732, entró a regir el día 27 de enero de 1998, y por ende reforma tácitamente la Ley 7333, la cual es del 05 de mayo de 1993. Tomando en consideración que la ley posterior reforma ley anterior, entonces el artículo 241, de la ley 7333 que decía: “Las operaciones que se ejecuten con recursos provenientes del Fondo estarán exentas de todo tipo de impuestos y tasas”, fue modificado y se impone un 5% de impuesto sobre los rendimientos percibidos que no están sujetos al impuesto único sobre intereses del impuesto de la renta. Por lo tanto, es importante hacer un estudio contable para ver si esas retenciones de impuesto de la renta están acorde a la Resolución DGCN-097-2018, de la Dirección de Grandes Contribuyentes Nacionales. 

 Debido a que la Dirección de Grandes Contribuyentes Nacionales otorgó una exoneración de impuestos al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se recomienda se estudie los términos bajo los cuales se otorgó dicha exoneración para que sea aprovechado al máximo por el Fondo.” 
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Se acordó: 1.) Tener por rendido el criterio jurídico N° OL-FL-001-2020 elaborado por el licenciado Fernando Lara Gamboa, Abogado. 2.) Comisionar al máster Miguel Ovares Chavarría, para que contrate a una firma jurídica externa a fin de interponer la demanda respectiva contra el Ministerio de Hacienda por las retenciones de Impuesto sobre la renta, pago de premios e intereses moratorios por inversión en títulos valores de dineros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 3.) Solicitar al Departamento Financiero Contable que deje de incluir como parte de los ingresos el tema de los impuestos y que cuantifique al 31 de agosto de 2020, el monto completo de esos rubros y los identifique, a fin de ser considerados como parte de los insumos a valorar por parte del Comité de Inversiones. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Comité de Inversiones para que valore si es necesario reversar el asiento contable por ingresos o indique el tratamiento necesario a realizar. 5.) Comisionar al máster Oslean Mora Valdez, para que contacte con los asesores externos y de ser necesario los contrate para que acompañen la sesión extraordinaria del Comité de Inversiones que va conocer del tema. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc49686185]ARTÍCULO VII
DOCUMENTO N° 778-2020.
En sesión N° 8-2020 celebrada el 16 de marzo de 2020, artículo XI, se denegó el beneficio de pensión solicitado por la señora María Esther Jiménez Barletta, cónyuge sobreviviente del causante Alfonso Chaves Ramírez, por cuanto de conformidad con los elementos señalados en el estudio socioeconómico realizado no se logró acreditar la dependencia económica de su esposo. 
[bookmark: _Hlk53826147]El licenciado Fernando Lara Gamboa, Abogado, mediante oficio N° OL-FL-002-2020, remite criterio jurídico respecto al recurso de revocatoria con Apelación en subsidio, presentado por la señora NOMBRE 001, que dice:
[…]
Se transcribe el criterio jurídico N° OL-FL-002-2020:
“CRITERIO JURÍDICO NÚMERO OL-FL-002-2020 
OBJETIVO 
Debido a que, en días pasados en sesión de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 25-2020 celebrada el 20 de julio del 2020, tomó el acuerdo que literalmente dice: “Se acordó: Tomar nota del oficio Nº DJ-AJ-2318-2020 del 13 de julio de 2020 de la Dirección Jurídica, y con base en lo informado, trasladar a conocimiento de la asesoría legal que contrate la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, recurso de revocatoria con Apelación en Subsidio, reposición y la nulidad absoluta de actuaciones, presentado por el licenciado Rodrigo Chaves Jiménez, Abogado y Notario Público, en representación de la señora NOMBRE 001, en contra de la resolución número 4-2020 emitida por la referida Junta Administradora, donde se transcribe el acuerdo tomado en sesión N° 8-2020 celebrada el 16 de marzo de 2020, artículo XI. Lo anterior, con el fin que se realice un estudio e informe lo que corresponda en el plazo de diez días hábiles a partir de la comunicación del presente acuerdo. Se declara este acuerdo firme.” 
DOCUMENTOS REMITIDOS Y DOCUMENTACIÓN UTILIZADA 
La presente opinión jurídica se basa en los documentos aportados por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, los cuales se citan a continuación: 
Documentos Remitidos 
 Resolución Nº 46-2020 de la JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. 
 Oficio N° 498-2020 del 04 de agosto de 2020 
 ARTÍCULO VII de la sesión N° 25-2020 celebrada el 20 de julio del 2020 de la JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. 
 Recurso de Revocatoria con Apelación en Subsidio, Reposición, y Nulidad Absoluta de Actuaciones presentado por NOMBRE 001. 

Jurisprudencia 
 Sala Segunda de la Corte, voto Nº 01297 – 2019 
 Sala Segunda de la Corte, voto Nº 00223 - 2002 

PROBLEMÁTICA 
 La señora NOMBRE 001, en su calidad de esposa del jubilado judicial y Ex Magistrado, NOMBRE 002, fallecido el 11 de agosto de 2019, solicita el día 4 de setiembre de 2019, se le otorgue la pensión por el fallecimiento de NOMBRE 002. 

 En sesión N° 15-2020 celebrada el 11 de mayo del 2020, artículo III, se llegó a concluir que: 
“ … V. Conclusiones. 
 El informe socioeconómico practicado a la señora NOMBRE 001, demuestra que en el ámbito financiero las obligaciones del núcleo familiar eran asumidas por ambos cónyuges, con mayor grado de aporte en el caso del señor NOMBRE 002 debido a que su beneficio de jubilación era superior, pero si es clara la participación de la señora NOMBRE 001conforme a su ingreso por pensión. Por lo anterior, se puede establecer una dependencia económica parcial entre ella y su esposo, situación establecida en el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y por la cual la solicitante se convierte en sujeto del derecho reclamado. 
 Según la consulta realizada por la Unidad de Jubilaciones y Pensiones al Sistema de Pensiones del Magisterio Nacional, la señora NOMBRE 001 cuenta con pensión por un monto mensual bruto de DATOS 001. 
 El estudio socioeconómico reveló que a pesar de que los hijos de doña NOMBRE 001 trabajan y tienen vidas independientes, ella sigue asumiendo por estos, gastos correspondientes a marchamos, seguros, alimentación entre otros. 
 De lo expuesto por la Trabajadora Social en el informe presentado, la señora NOMBRE 001 no presenta insatisfacción de necesidades básicas ya que lleva un estilo de vida alto. 
 Aunque ciertamente la situación económica de doña NOMBRE 001 se ha visto impactada con el fallecimiento de don NOMBRE 002, no se han realizado a nivel familiar ajustes mínimos, que puedan contribuir a reducir o eliminar erogaciones pueden catalogarse no vitales para su subsistencia aún con calidad de vida, como por ejemplo que los grupos familiares logren independizarse económicamente en ciertas áreas en las cuales ella asume actualmente. Con esto doña NOMBRE 001 mejoraría su estilo de vida por medio de una distribución equitativa de los gastos que tienen que ver con sus hijos. 
 Si bien es cierto, uno de los principios más destacables del Fondo de Jubilaciones y Pensiones es ser solidario, no puede obviarse el hecho de que los beneficios de pensión que se otorgan están destinados para la satisfacción de las necesidades básicas del posible beneficiario y que de esta forma su sobrevivencia en condiciones dignas no se vea amenazada, no obstante, el informe de la Trabajadora Social clarifica que la señora NOMBRE 001, ha destinado parte de sus ingresos para satisfacer las necesidades de terceras personas, situación en la cual el Fondo no tiene injerencia alguna.” … 

Finalmente se acuerda: “1) Tener por rendido el informe de la Dirección de Gestión Humana. 2.) Denegar el beneficio de pensión solicitado por la señora NOMBRE 001, cónyuge sobreviviente del causante NOMBRE 002, por cuanto de conformidad con los elementos señalados en el estudio socioeconómico realizado no se logra acreditar la dependencia económica de su esposo. Se declara este acuerdo firme.” 
 Mediante correo electrónico del 30 abril de 2020 el licenciado Rodrigo Chaves Jiménez, Abogado y Notario Público, remitió el siguiente recurso de Revocatoria con Apelación en Subsidio, Reposición, así como Nulidad Absoluta de Actuaciones. 
 Se me solicita verbalmente por parte de D. Miguel Ovares, que les presente un proyecto de respuesta, de conformidad con mi criterio sobre el caso mencionado. 
 Después de estudiar los documentos y la jurisprudencia relativa, les someto a su consideración el proyecto de resolución para acoger parcialmente el recurso de revocatoria de conformidad con los argumentos y fundamentos que se mencionan en el mismo documento. 

RECOMENDACIONES 
 Después de revisar la jurisprudencia pertinente se recomienda revocar el acuerdo y otorgar la pensión a la señora NOMBRE 001, ya que no hacerlo podría tener repercusiones judiciales futuras. Se anexa borrador de proyecto de resolución. 
 Se recomienda revisar los formularios de solicitud de pensiones, para que los mismos tengan un espacio de medio de notificaciones. 
 Se recomienda incluir en las resoluciones de otorgamiento o denegatoria de solicitudes de pensión los recursos que proceden y el tiempo que se tiene para presentarlos.” 
[…]
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[bookmark: _Hlk30336851][bookmark: _Hlk30498560][bookmark: _Hlk30499294]Se acordó: 1.) Tener por rendido el criterio vertido por el licenciado Fernando Lara Gamboa y con base en él revocar el acuerdo tomado por esta Junta Administradora en la sesión N° 8-2020 celebrada el 16 de marzo de 2020, artículo XI. 2.) Con base en el criterio anterior, otorgar el beneficio de pensión a favor de la señora NOMBRE 001, cónyuge sobreviviente del causante NOMBRE 002, por un monto de ¢7,403,090,79 (siete millones cuatrocientos tres mil noventa colones con setenta y nueve céntimos) equivalente al 80% del monto bruto de jubilación que devengaba el causante, a partir del 4 de setiembre de 2019, fecha en que fue presentada la gestión ante la Dirección de Gestión Humana. 3.) La Dirección de Gestión Humana revisará y ajustará el monto del beneficio con los aumentos por costo de vida que correspondan. 4.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana y al Macroproceso Financiero Contable proceda a incluir a la señora NOMBRE 001en el Sistema SIGA FJP para el pago correspondiente del beneficio de pensión a la brevedad, dado el tiempo transcurrido para la resolución final de este acuerdo.  
La Dirección de Gestión Humana y el Macroproceso Financiero Contable, tomarán nota para lo que a cada uno le corresponde.
[bookmark: _Toc49686187]ARTÍCULO VIII 
DOCUMENTO N° 773-2020.
La licenciada Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, en oficio N° SP-1117-2020 de 25 de agosto de 2020, comunicó:
“A través de correo electrónico recibido en la Superintendencia de Pensiones el 09 de junio del año en curso, la Junta Administradora del Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, remitió el oficio N°353-2020, de esa misma fecha, mediante el cual solicitó la aprobación del Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, aprobado a su vez  por dicha Junta, en sesión N° 13-2020, celebrada el 27 de abril de 2020, según señala el referido oficio.

Mediante resolución SP-R-1988-2020 de  las once horas del día dos de julio de 2020, la Superintendencia de Pensiones procedió a aprobar el reglamento antes mencionado de forma condicionada a que la Junta Administradora del Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, incluyera dentro del mismo,  las disposiciones concernientes a los periodos de espera o calificación para cada una de las contingencias, en forma separada, al tenor de lo que sobre este particular señala el artículo 242, literal b), de la Ley Orgánica del Poder Judicial, con el fin de que la Junta realizara una conversión del acto de aprobación, dictando uno nuevo distinto al tomado en la sesión N° 13-2020 celebrada el 27 de abril de 2020, para subsanar este defecto y enderezar el procedimiento de aprobación. 

Asimismo, en dicha resolución, la SUPEN solicitó además (i) corregir el error contenido en el artículo 35 del reglamento, donde se hace referencia al Consejo Superior, cuando lo correcto es a la Junta Administrativa, de forma que haya congruencia con el artículo 29 de ese mismo cuerpo normativo y el artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial; y, (ii)  indicar en el artículo primero que el reglamento regula y desarrolla lo dispuesto en el Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, ya que lo indicado en dicha norma no resulta completamente comprensivo de lo señalado en el artículo 242 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (N°8, reformada por la Ley N°9544 del 24 de abril de 2018), aspecto que si bien es de mera forma, resulta conveniente clarificar. 

Para lo anterior, la Superintendencia de Pensiones confirió a la Junta Administradora un plazo de un mes natural, contado a partir de la comunicación de la resolución SP-R-1988-2020, antes citada, el cual se cumplió, el pasado 09 de agosto en curso sin que, dentro de dicho plazo, se cumpliera con lo requerido en dicha resolución y sin que, tampoco, se solicitara una prórroga del plazo otorgado para estos efectos.

A través del oficio N° 544 -2020, de fecha 14 de agosto de 2020, la Junta señala que, dado que la correcta interpretación de lo referido en el inciso b) del 242 inciso b) de la Ley 9544, no resulta del todo clara, procede a elevar la consulta a la Asesoría Jurídica Externa, a solicitud de la SUPEN, con el fin de brindar atención a lo requerido por la resolución SP-R-1988-2020 en el menor tiempo posible, para lo cual solicita se prorrogue el plazo conferido  en dicha resolución hasta el día 11 de setiembre de los corrientes.

La Superintendencia de Pensiones queda a la espera de la remisión del reglamento, dentro del plazo solicitado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, haciendo la observación de que no es posible prorrogar el plazo que se le confirió en la resolución SP-R-1988-2020, ya que se trata de un plazo que se cumplió de previo a dicha solicitud.”
- 0 -
Se acordó:1.) Tomar nota de la comunicación de la licenciada Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, en oficio N° SP-1117-2020 de 25 de agosto de 2020. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc35877711]ARTÍCULO IX 
DOCUMENTO N° 774-2020.
El máster Oslean Mora Valdez, en correo electrónico de 28 de agosto de 2020, remitió, la matriz de observaciones al Reglamento General del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, realizadas por los Gremios del Poder Judicial, que dicen:
“Estimados miembros de Junta Administradora, conforme a lo acordado en la sesión N°. 28 del lunes 24 de agosto 2020, se remitió esta semana a consulta de los Gremios del Poder Judicial, el Reglamento General del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Al respecto es importante destacar que se recibieron observaciones de cinco organizaciones y una del director suplente Rodrigo Arroyo Guzman. Mismas que de detallan en la matriz adjunta, la cual para una mayor facilidad de lectura, se encuentra también en su versión pdf.

Adicionalmente me permito indicar que dos organizaciones realizan comentarios generales sobre el reglamento, las cuales se ubican en la parte inferior de dicha matriz. Así mismo remito la carpeta correspondiente con el detalle individual de cada oficio recibido en caso de requerir comprobación en su trámite.
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	[bookmark: RANGE!A3]REGLAMENTO GENERAL DEL RÉGIMEN DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	De conformidad con las disposiciones de la Ley 9544 del diecinueve de abril de dos mil dieciocho, publicada en la Gaceta N. 89 del veintidós de mayo de dos mil dieciocho (en adelante la L.O.P.J), la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (en lo sucesivo Junta Administradora), dicta el siguiente Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	TÍTULO I
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	GENERALIDADES
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	CAPÍTULO ÚNICO
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 1. – Regulación. El presente reglamento regula y desarrolla lo dispuesto en el Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, conforme a lo definido en el artículo 242 de la Ley N°. 9544.
	Debería ir el nombre de la Ley.
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 2. – Definiciones. Para los efectos de este reglamento, entiéndase:
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Jubilación: Derecho de la persona servidora judicial de percibir una asignación calculada según los años de servicio y la edad al retirarse libremente de la función judicial y que se adquiere con el cumplimiento de los requisitos fijados por la Ley y que consisten en alcanzar la edad prefijada tanto de la persona como de servicio.
	Me parece que hay un tema de redacción, podría ser Derecho de la persona servidora judicial de percibir una asignación calculada según los años de servicio y la edad, al retirarse libremente de la función judicial y que se adquiere con el cumplimiento de los requisitos fijados por la Ley y que consisten en alcanzar los años de servicio y la edad prefijada, siguiendo para ello la metodología establecida en la LOPJ.
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Pensión: Derecho que tienen las personas beneficiarias a percibir una asignación mensual cuando fallece la persona servidora o jubilada judicial y que se adquiere con el cumplimiento de los requisitos fijados por la ley para la obtención de tal beneficio.
	Podría agregarse: el monto se definirá siguiendo la metodología establecida en la LOPJ, los acuerdos de la junta y lo que se indique en este reglamento
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Persona servidora judicial: Persona con nombramiento vigente en el Poder Judicial, que presta sus servicios a la Institución y que recibe como contraprestación un salario.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Junta: Órgano denominado Junta Administradora, jerarca supremo en materia de administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	FJPPJ: Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	LOPJ: Ley Orgánica del Poder Judicial.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	IVM: Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense del Seguro Social.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	MTSS: Ministerio de Trabajo y Seguridad Social.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	MEP: Ministerio de Educación Pública.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	INA: Instituto Nacional de Aprendizaje.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	TÍTULO II
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	DEL OTORGAMIENTO DEL BENEFICIO DE JUBILACIONES Y PENSIONES
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	CAPITULO I
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	SOBRE LA JUBILACIÓN DE LAS PERSONAS SERVIDORAS JUDICIALES:
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 3. – Contingencias de beneficio a sus afiliados.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de conformidad con lo establecido en la Ley N° 9544, otorga las siguientes contingencias: 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	a)     Jubilaciones ordinarias.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	b)    Jubilaciones anticipadas.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	c)     Jubilaciones por invalidez.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	d)    Pensiones por sobrevivencia.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	e)     Pensiones por orfandad.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	f)     Pensiones por ascendencia.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Los requisitos para el otorgamiento de tales prestaciones se establecerán tanto en la Ley dicha, como en el presente reglamento.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 4. – Requisitos. Los servidores y servidoras judiciales podrán acogerse a una jubilación ordinaria o anticipada, cumpliendo los requisitos establecidos en los artículos 224 y 224 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial, respectivamente, requisitos que deben ser considerados a cabalidad y revisados por la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial o la dependencia o personal con el que pueda contar la Junta para tales labores.
	Creo que en el artículo 3 debería citarse la LOPJ y la 9544 (indicando el nombre). Porque aquí se indica la LOPJ, y el 224 bis esta en la Ley 9544
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 5. – Verificación. Para la verificación de los requisitos, la persona interesada deberá presentar con al menos dos meses de anticipación a la fecha de retiro pretendida, la solicitud formal ante la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial o ante la dependencia o personal que disponga la Junta para tales labores, la cual realizará los cálculos de jubilación de conformidad con las fórmulas indicadas en los numerales 224 y 224 bis de la L.O.P.J, correspondiente a cada caso en concreto y los remitirá para conocimiento de la Junta en un plazo no mayor a quince días previo a la salida de la persona funcionaria. La Junta deberá conocer de los cálculos dichos en la siguiente agenda de sesión después de recibida la información por parte de las oficinas competentes. La solicitud deberá contener la siguiente información: 
	Hábiles o naturales?
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	a)             Nombre y número de identificación.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	b)             La fecha exacta del retiro.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	c)             Un lugar, medio electrónico o de otra índole para recibir notificaciones.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	La persona gestionante podrá solicitar que el disfrute de su derecho a jubilación se difiera para una fecha posterior. En caso de que el ejercicio efectivo del derecho ya aprobado se lleve a cabo sin dar el tiempo suficiente para la actualización de los cálculos, se le cancelará la jubilación con el monto originalmente aprobado. En este caso la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial o la dependencia o personal que disponga la Junta para tales labores, actualizará el monto del beneficio, con el pago retroactivo que corresponda y lo remitirá a la Junta Administradora para su aprobación en un plazo no mayor a un mes. La Junta deberá conocer de los cálculos dichos en el siguiente mes calendario después de recibida la información por parte de las oficinas competentes.
	Con cuánto de anticipación? Sería oportuno valorar establecer un plazo para que el PJ pueda toar previsiones, máxime si hay nombramientos para sustituir. Para volver a reactivarlo también debe establecerse plazo 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 6. – Remisión de la información. Una vez verificados por la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial o por la dependencia o personal que disponga la Junta para tales labores los requisitos y al determinar que se cumple con cada uno de ellos, deberá remitir el informe de la gestión con el cálculo del monto de jubilación respectivo a la Junta Administradora, con la finalidad de agendarse para la sesión que corresponda.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Todo lo anterior en los plazos de calificación establecidos en el artículo 5 de este reglamento.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 7. – Cálculos de jubilación. Previa verificación de la documentación remitida por la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial o por la dependencia o personal que disponga la Junta para tales labores, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, aprobará en sesión los cálculos de jubilación que correspondan a la persona gestionante. En caso de ser requerido, se solicitará la revisión de los cálculos.  
	Qué pasa con el plazo en que la persona deseaba irse?
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 8. – Solicitud de información. La Junta Administradora a través de sus integrantes o por medio de las oficinas y personal en la que esta delegue tal requerimiento, en caso de requerirse, puede solicitar la información que estime pertinente.
	…al momento de conocer la solicitud o previo a aprobar o no la gestión,… 

A quien? Y en qué plazo o momento?
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 9. – Suspensión de beneficio. La persona beneficiaria de una jubilación, en el eventual caso de que llegare a laborar cualquier dependencia del Estado, sus instituciones y de las municipalidades, se le suspenderá el goce del beneficio durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro salario, conforme lo establece el artículo 233 de la L.O.P.J, excepto cuando imparta lecciones en las instituciones de educación superior.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 10.- Procedimiento para la suspensión del beneficio jubilatorio. La persona jubilada por invalidez que desee reincorporarse al sector laboral deberá solicitar el permiso respectivo ante la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial o ante la dependencia o personal que disponga la Junta para tramitar tales solicitudes, quienes verificarán que la nueva actividad sea diferente a aquella por la cual se le declaró inválido. Si se comprueba que la actividad laboral es distinta a aquella en la cual se le declaró el estado de invalidez, el interesado podrá continuar con el trámite y solicitar el permiso respectivo por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) designe según lo establecido en el artículo 233 de la reforma a la LOPJ. Una vez obtenido el permiso respectivo, la persona solicitante deberá informar a la Junta, a través de las dependencias que esta designe, de la fecha de inicio de las labores que le fueron autorizadas, de lo cual se llevará constancia en el expediente de la persona jubilada.
	Por qué permiso? No sería presentar la solicitud?

Me parece que sigue el tema de la LOPJ o la 9455?, hay que decidir la redacción para todo el documento
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 11.- Procedimiento de suspensión del beneficio jubilatorio y recuperación de sumas indebidamente giradas. Cuando la persona jubilada por invalidez, inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar regulado en el artículo 10 de este reglamento, o bien lo haga a pesar de que se le haya denegado el permiso por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) designe, se procederá por parte de la oficina interna del Poder Judicial, de la dependencia de la Junta o la asesoría externa que designe esta, a la apertura del procedimiento administrativo ordinario establecido en la Ley General de la Administración Pública y el reglamento que para ese tipo de actuaciones administrativas pueda dictar la Junta, lo anterior a efecto de proceder a la suspensión del beneficio jubilatorio, luego de respetársele el debido proceso. Por la misma vía y órganos, se procederá a la recuperación de los dineros recibidos indebidamente, al encontrarse laborando sin la autorización correspondiente y sin que se hubiera suspendido el beneficio jubilatorio.
	Por que permiso?

Creo que el orden no está bien, debería ser “ la Junta o dependencia o asesoría externa nombrada por ésta o la oficina interna del Poder Judicial con el aval de las autoridades competentes…”
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 12. – Reajustes. La Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial o la dependencia o personal que disponga la Junta para la elaboración de los cálculos correspondientes, comunicará a la Junta Administradora los reajustes que se deben realizar a los montos de las pensiones y jubilaciones en curso de pago y futuras, de conformidad con las variaciones en el Índice de Precios al Consumidor y definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censo, para la aprobación correspondiente.  
	Falta el Plazo o la periodicidad de este estudio. Me parece que lo lógico es que se realice el estudio al finalizar cada  semestre y se comunique lo correspondiente a la Junta.
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Toda persona jubilada que reingrese al servicio del Poder Judicial dejará de percibir su beneficio jubilatorio por el tiempo que se mantenga la relación laboral con el Poder Judicial. Si la relación laboral se diera por terminada antes de cumplir un año ininterrumpido, se reactivará la jubilación con el mismo monto con que fue suspendida, más los ajustes por el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), que hayan sido otorgados durante los meses que reingresó al servicio del Poder Judicial, nuevo monto jubilatorio que será calculado por la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial o por la dependencia o personal que disponga la Junta para tales labores. Si la relación laboral se diera por más de un año ininterrumpido, el exjubilado tendrá derecho a la revisión de su jubilación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 224 de esta ley, procedimiento que estará a cargo de las dependencias dichas, quienes deberán remitir el respectivo informe para la correspondiente aprobación de la Junta, la que agendará en sesión los recálculos de jubilación que correspondan a la persona gestionante. En caso de ser requerido, se solicitará la revisión de los recálculos bajo estudio.
	Que pasa si una persona ingresa a otra instancia del Estado, y luego solicite reconocer ese tiempo y se ajuste el monto de la pensión?  Si es o no aplicable, debería indicarse, si la respuesta es Sí, debe incluirse como aplicará el reajuste
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 13. – Límites en los cálculos. La Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial o la dependencia o personal que disponga la Junta para la elaboración de los cálculos de jubilación, deberán contemplar en estos lo estipulado en el artículo 225 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en el entendido de que ninguna jubilación podrá ser superior a diez veces el salario base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial, ni inferior a la tercera parte del salario base del puesto más bajo del Poder Judicial. 
	Ahora se dice la LOPJ, pero antes se cita esa y la 9544.
	 
	 
	 
	Crea una confusión por cuanto no aclara que el tiempo el reconocido dentro de las instituciones es estrictamente el laborado para el Estado y orienta a quién lo lea, que puede ser tomado el tiempo de servicio en el sector privado. 

Aunado a lo anterior, se debe contemplar que el artículo 58 deroga todo lo que entre en conflicto con este reglamento.
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 13. –  Cómputo de tiempo. Conforme al artículo 226 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, para el cómputo del tiempo laborado, según lo indicado en los artículos 224 y 224 bis de ese cuerpo normativo, no será necesario que las personas servidoras hayan servido para el Poder Judicial consecutivamente ni en puestos de igual categoría. Se tomarán en cuenta todos los años de trabajo remunerado, debiendo la persona servidora haber servido al Poder Judicial al menos los últimos veinte años, por lo anterior, deberá la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial o la dependencia o personal que disponga la Junta, realizar el estudio correspondiente a las personas servidoras judiciales al momento de tramitar la solicitud de estudio para el derecho jubilatorio, para determinar el cumplimiento del citado requisito.
	Ahora se dice la LOPJ, pero antes se cita esa y la 9544
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 14. –  Traslado de cuotas a otros regímenes de pensión. En caso de que la persona solicitante hubiere cotizado en otros regímenes de pensiones, la Junta, a través de las oficinas del Poder Judicial o de esta, al momento de otorgar la jubilación, tramitará el traslado de esas cotizaciones (obrero, patronal y estatal) mediante una liquidación actuarial, todo lo anterior mediante el protocolo que establecerá la Junta para tales efectos.
	Debería ser “establecido por la Junta o la dependencia o personal que disponga la Junta”
	 
	 
	 
	Consideramos que el título debería variar a: “Traslado de cuotas de otros regímenes de pensión al Poder Judicial”, ya que como está planteado orienta que las cuotas del Poder Judicial serán remitidas a otros regímenes de pensión.
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 15. –  Reconocimiento de tiempo servido. En el caso de que lo cotizado por la persona interesada, el patrono y el Estado no alcanzará el monto que corresponde al FJPPJ, este deberá reintegrar a dicho Fondo, la suma adeudada por las diferencias de cotización actualizadas al valor presente por el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC). Además, el interesado deberá cancelar el rendimiento real promedio que se haya obtenido sobre las sumas trasladadas, de haberlas invertido el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial durante el período reconocido. Todo lo anterior mediante el protocolo que establecerá la Junta para tales efectos.
	Cuándo?, antes del disfrute de la pensión?

Debería ser “establecido por la Junta o la dependencia o personal que disponga la Junta”
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 16. – Salarios devengados. Para el cálculo del monto de las jubilaciones y pensiones no debe hacerse diferencia entre los salarios devengados en puestos ocupados en propiedad o interinamente.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	CAPITULO II
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	SOBRE LA JUBILACIÓN POR INCAPACIDAD ABSOLUTA Y PERMANENTE
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 17. – Procedimiento: Para dar el trámite que corresponda a las solicitudes de jubilación por invalidez, se deberá contar con un dictamen médico emitido por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) o por la instancia que esa institución designe, en donde declare el estado de invalidez de la persona servidora judicial solicitante, de conformidad con el artículo 227 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.
	Debería tener un plazo máximo de emitido, o no prescribe?

Tenemos le problema de LOPJ o la 9544, hay que definir que se colocará 
	 
	 
	 
	¿Cuál es la razón de acudir a la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la C.C.S.S.? 
¿Al ser un régimen diferente al de la C.C.S.S., no debería tener otro ente autorizado?
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 18. – Presentación de solicitud. La gestión de jubilación por invalidez deberá ser presentada con la documentación que se solicita ante la Dirección de Gestión Humana o ante la dependencia o personal que disponga la Junta para tales efectos, con la finalidad de que esa instancia tramite la solicitud de valoración ante la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS). La gestión debe acompañarse de:
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	a)    Solicitud formal de jubilación por incapacidad absoluta y permanente, que incluya
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	§  Nombre completo y número de identificación
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	§  Medio para recibir notificaciones y número de teléfono
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	b)    Documentos médicos que justifiquen la solicitud
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 19. – Criterio de la Comisión Calificadora. Cuando la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) comunique la “hoja de criterio” indicando que la persona evaluada se encuentra inválida para ejercer funciones, la Dirección de Gestión Humana o la dependencia o personal que disponga la Junta para tales efectos, remitirá a la Junta Administradora la información, en conjunto con los cálculos del monto de jubilación que le correspondería de conformidad con la fórmula matemática indicada en el artículo 227 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, obedeciendo los topes establecidos en el artículo 225 de ese cuerpo normativo.
	LOPJ o la 9544
	El plazo de dos meses para realizar los cálculos del monto de jubilación para la
persona declarada inválida para ejercer funciones, nos parece excesivo, máxime
que los procedimientos de la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la
Caja Costarricense del Seguro Social, son complejos y llevan mucho tiempo, por
ello consideramos que un mes para realizar los cálculos es el tiempo razonable.
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	En un plazo no mayor de dos meses, la gestión deberá ser remitida por la oficina tramitadora, a la Junta Administradora para su conocimiento.
	Creo que debería iniciar con “Una vez que se cumplan con todos los requisitos y en un ….” 

Sería mejor la valoración y determinación correspondiente
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 20. – Conocimiento. La Junta Administradora conocerá en sesión, de forma prioritaria la información aportada y en un plazo no mayor a un mes, después de recibida la información recabada por las oficinas tramitadoras, la gestión de jubilación por invalidez, para su aprobación o denegatoria.
	Quizás sería bueno el dar oportunidad a tres opciones, a saber “Aprobación, Denegatoria o Devolución, en este último caso, los plazos serán nuevamente actividados”.
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 21. – Aprobación. La fecha de aprobación de jubilación por incapacidad absoluta y permanente regirá a partir de la firmeza del acuerdo adoptado por la Junta Administradora.
	…y comunicación ….
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 22. – Dictamen negativo. En los casos que la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) comunique la “hoja de criterio” con un resultado indicando que la persona servidora judicial evaluada tiene las condiciones para continuar laborando, la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial o la dependencia o personal que disponga la Junta para la elaboración del trámite correspondiente remitirá al Consejo Superior del Poder Judicial la información para lo que corresponda. 
	Me parece que lo correcto es que sea la Junta la que remita la info al CS, con un acuerdo como corresponde. Es una afectación para una persona. GH no debe comunicarlo porque esto ay es la Junta. 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 23. –  Reingreso a ejercer funciones en el Poder Judicial. Cuando una persona beneficiaria de una jubilación por incapacidad absoluta y permanente desee reincorporarse al Poder Judicial, de previo a conocer la gestión en sesión de la Junta Administradora, deberá comprobar haber realizado el procedimiento establecido en el artículo 10 de este reglamento. Una vez conocida la gestión, se tomará nota del criterio y se remitirá al Consejo Superior del Poder Judicial o a la dependencia donde el gestionante indique que laborará, para su conocimiento. Dicho reingreso suspenderá el goce del beneficio de jubilación a partir del momento de la efectiva designación de la persona servidora.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	CAPITULO III
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	DE LAS PENSIONES OTORGADAS POR EL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 24. – Documentación: Documentos que se deben presentar con la solicitud de pensión, ya sea en forma personal o mediante el formulario en línea dispuesto en la página Web de la Dirección de Gestión Humana o de la dependencia o personal que la Junta disponga:
	Esto supone que es un documento electrónico, entonces cómo se entregarían los originales que se indican después?, o es un formulario que debe imprimirse?  Solo para temas de precisión 
	Este artículo se refiere a la documentación que debe presentarse para solicitar la pensión cuando acaece la muerte de una persona servidora judicial o jubilada de la institución, consideramos que la declaración jurada rendida ante Notario Público que se propone como requisito en el artículo 24, inciso a-), del proyecto de
Reglamento, es totalmente innecesaria por cuanto en el inciso d-), se le pide a la persona que hace la solicitud del derecho, una certificación de matrimonio inscrito en el Registro Civil con la persona fallecida.
Ese último es el documento idóneo para demostrar el vínculo entre la persona fallecida y la que está solicitando el derecho a la pensión.
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	a)             Declaración jurada rendida ante notario público habilitado para tales efectos, para solicitud de pensión debidamente cumplimentada.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	b)             Fotocopia del acta o certificado de la defunción, acompañada del documento original, a efecto de verificar la fidelidad de la copia.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	c)             Certificación de los regímenes básicos de pensiones (IVM, JUPEMA, MTSS) referente a si la persona gestionante recibe o no pensión del régimen con no más de un mes de emitidas.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	d)             Certificación de matrimonio inscrito en el Registro Civil y de estado civil del causante y de la persona solicitante.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	e)             En el caso de que la persona gestionante sea la conviviente de la persona servidora judicial fallecida o de la persona jubilada fallecida, deberá aportar declaración jurada rendida ante notario público habilitado para tales efectos en que haga constar la convivencia durante al menos tres años de manera estable, continua y singular y tuvieran ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil. 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	f)              Fotocopia de la cédula de identidad de la persona solicitante. (Debe presentar el original para el trámite correspondiente de conformidad con lo que establece el artículo 95 inciso c) de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones).
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	g)             En el caso de que se gestione pensión para los hijos o hijas de la persona servidora judicial fallecida o persona jubilada fallecida, mayores de 18 y menores de 25 años, además se deberá presentar constancia extendida por el Centro Educativo en el cual se indique que la persona es estudiante. La Dirección de Gestión Humana o la dependencia o personal que la Junta disponga, consultará en línea en el Registro Civil el nacimiento de los hijos e hijas, así como el estado civil de estos.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	h)             Si la pensión se gestiona para hijos o hijas de la persona fallecida, que presenten alguna discapacidad que no le permita valerse por sus propios medios de manera permanente, deberá aportarse certificación del Consejo Nacional de Personas con Discapacidad (CONAPDIS).
	 
	En este mismo artículo 24, inciso h-), en su segundo párrafo, establece un plazo de dos meses para que la Dirección de Gestión Humana o la dependencia o personal que la Junta disponga, realice el cálculo del monto de la pensión a asignar, consideramos que ese plazo es excesivo y proponemos que se cambie por un plazo razonable de un mes, máxime que el mismo articulado le otorga a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial un mes adicional para resolver sobre el particular. Durante esos meses, las personas dependientes de la persona fallecida no estarán recibiendo los ingresos monetarios que recibían mientras estaba en vida quien proveía su sustento y manutención.
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Una vez que se haya recibido la documentación completa, la Dirección de Gestión Humana o la dependencia o personal que la Junta disponga, deberá rendir el informe respectivo, en un plazo no mayor a dos mes, contado a partir del recibo de la totalidad de la documentación solicitada en este artículo. La Junta deberá conocer la solicitud de pensión dentro del mes siguiente al recibo del informe de las oficinas tramitadoras y en ese plazo, deberá emitir la aprobación o denegatoria de la solicitud de pensión planteada.
	Debería ser las tres opciones, Aprobación, Denegatoria o Devolución
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 25. – Salarios devengados. Para el cálculo del monto de las pensiones, en el caso de las personas servidoras judiciales fallecidas, no debe hacerse diferencia entre los salarios devengados en puestos ocupados en propiedad o interinamente
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 26. – Pensión por sobrevivencia. Tienen derecho a pensión por sobrevivencia las personas que se encuentren dentro de los siguientes supuestos:
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	a)       Persona cónyuge sobreviviente de la persona servidora judicial fallecida o jubilada fallecida que dependa económicamente de la persona causante, al momento del fallecimiento.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	b)       Compañero o compañera sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y tuvieran ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	c)        Persona cónyuge divorciada, separada judicialmente, separada de hecho o excompañera sentimental, que disfruta a la fecha del deceso de la persona causante de una pensión alimentaria, declarada por sentencia judicial firme o que demuestre que recibía una ayuda económica por parte de la causante.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 27. – Pensión por orfandad. Tiene derecho al beneficio de pensión por orfandad, los hijos o hijas que, al momento del fallecimiento de la persona causante, dependían económicamente de este, de acuerdo con las siguientes reglas:
	 
	 
	 
	 
	 
	Esta práctica a todas luces es una disposición endeble, en su defecto deberíanse exigir estudios dirigidos a sacar una profesión. 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	a)      Personas solteras menores de edad.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	b)      Personas Mayores de dieciocho años, pero menores de veinticinco años, que realicen estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora, por lo que deberá demostrar mediante documento idóneo las matrículas correspondientes.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	c)      Personas Mayores de edad que, previo al fallecimiento de la persona causante, se encuentren inválidas e incapaces para ejercer labores remuneradas.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 28. –  Requisitos para las pensiones por orfandad. En los casos contemplados en el inciso b) del artículo anterior y de conformidad con la potestad otorgada a la Junta en el inciso f) del artículo 242 de la reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial, que permite a la Junta, solicitar todos los otros elementos que se consideren necesarios para la correcta administración del Fondo, deberán las personas gestionantes demostrar que se encuentran matriculadas en alguno de los centros de estudios autorizados por el numeral 228 de la ley referida y que han de obtener el puntaje mínimo para la aprobación de las materias cursadas, para lo cual la Junta Administradora del Fondo requerirá la información que considere oportuna, encontrándose en la obligación la persona beneficiada de proveerla dentro del plazo razonable estimado por la Junta, bajo la advertencia de la suspensión del beneficio de pensión.
	Ahora se dice la reforma…por eso es mejor indicar en todo el documento la LOPJ y sus reformas
	 
	Principios rectores: En el procedimiento establecido no se han determinado los
principios que los rigen, lo que evidencia una carencia de regulación conforme a las
exigencias de un derecho procesal administrativo moderno. Entre los principio que considera esta agrupación a tomar en consideración están los siguientes:
a) Principio in dubio pro operario: Los artículos 28, 42 inciso j) y 45 inciso c) 55 y
56, establecen el principio in dubio pro fondo en diversos casos, como por ejemplo al momento de realizar el cálculo del tiempo servido en otras instituciones; esto va en contra de los principios del derecho laboral que regirían subsidiariamente en materia de otorgamiento de jubilaciones o pensiones como lo son el principio in dubio pro operario.
b) Principios del debido proceso: El procedimiento establecido en el reglamento es violatorio de los principios del debido proceso administrativo, como son el derecho de audiencia, de defensa y de doble instancia (ya indicado arriba), por lo cual se debe de
ajustas conforme a los principios que lo conforman a efecto de que las decisiones que tome
la junta no sean nulas.
	 
	 
	Suspender el beneficio.

De la Honorable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial,

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	En el supuesto de que la persona estudiante no apruebe las materias o cursos matriculados, la Junta Administradora podrá suspender el beneficio para lo cual establecerá un procedimiento de ajuste al beneficio de pensión otorgado, en aras de mantener un buen uso de los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, de conformidad con el principio pro-fondo. 
	Plazo?
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Asimismo, en los casos que las personas beneficiarias finalicen sus estudios de previo a cumplir los veinticinco años, la Junta Administradora podrá valorar si es necesario mantener el beneficio de pensión.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Para el supuesto del punto c) del artículo anterior, se deberá presentar documento idóneo emitido por Consejo Nacional de Personas con Discapacidad (CONAPDIS), en donde certifique que la persona gestionante se encuentra discapacitada.
	No lo veo
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 29. – Pensión por ascendencia. Tienen derecho a pensión los padres de la persona causante si se cumplen los siguientes requisitos: 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	a) Haber ausencia de los derechohabientes por viudez, unión de hecho u orfandad.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	b) Depender económicamente de la persona causante al momento de su fallecimiento.
	No sería bueno indicar cómo se determinará esto?
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 30. – Monto de pensión. El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de jubilación que recibía la persona jubilada al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía a la causante. En caso de muerte de una persona servidora activa, la cuantía de la pensión por viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de jubilación que hubiera recibido la persona fallecida de acuerdo con el cumplimiento de los requisitos indicados en los artículos 224 y 224 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial en el momento de la contingencia, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que le hubiera correspondido a la persona causante.
	Aquí cambia a LOPJ…entonces?
	 
	Cálculo de los montos: Es claro que los montos se han reducido cuando la persona beneficiaria es cónyuge o conviviente dependiente del trabajador, no obstante en casos de orfandad de ha limitado a un 80% del monto que recibirían los menores, estudiantes o discapacitados, sin que exista una justificación de este rebajo, lo que ocasiona una afectación directa sobre estas personas beneficiarias. (artículos 30 al 34)
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 31. – Fijación de los montos de pensión. Para fijar las proporciones de las pensiones en los casos que una persona causante tenga más de una persona beneficiaria, la Junta Administradora analizará la información aportada en los informes de la Dirección de Gestión Humana o en la dependencia o persona que la Junta designe para tal efecto, en el entendido que, en su conjunto, no excederá del ochenta por ciento (80%) del monto de jubilación que le correspondía a la persona causante, bajo los siguientes porcentajes.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Proporciones de los beneficios por sobrevivencia:
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	a)     Cuando únicamente se presente solicitud de cónyuge o compañero (a) de convivencia: máximo un 80% del monto de jubilación o del que le correspondería por jubilación en caso de ser persona jubilada o activa fallecida, respectivamente.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	b)    Cuando se presente solicitud tanto de la persona cónyuge o compañero (a) sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y tuvieran ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil y a la vez, solicitud de una persona cónyuge divorciada, separada judicialmente, separada de hecho o excompañera sentimental, que disfruta a la fecha del deceso de la persona causante de una pensión alimentaria, declarada por sentencia judicial firme o que demuestre que recibía una ayuda económica por parte de la causante: máximo un 80% conforme a lo definido en el artículo 228 inciso c) de la Ley N°. 9544, entre las personas gestionantes, del monto de jubilación o del que le correspondería por jubilación en caso de ser persona jubilada o activa fallecida, respectivamente.
	Ahora es la Ley 9544…debería ser LOPJ y sus reformas
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	c)     Cuando únicamente se presente solicitud de hijos (as): máximo un 80% repartido en partes iguales, entre todas las personas gestionantes, del monto de jubilación o del que le correspondería por jubilación en caso de ser persona jubilada o activa fallecida, respectivamente.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	d)    Cuando se presente solicitud de cónyuge o compañero (a) sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada e hijos (as): Hasta un máximo del 66% para la persona cónyuge o compañero (a) sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada y 34%, repartido en partes iguales, para los demás gestionantes, del 80% del porcentaje máximo que se puede otorgar conforme el 229 de la LOPJ.
	Otra vez
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	e)     Cuando se presente solicitud de los padres de la persona fallecida: máximo un 80% del monto de jubilación o del que le correspondería por jubilación en caso de ser persona jubilada o activa fallecida, respectivamente, repartido en partes iguales, en caso de que le sobrevivan ambos padres a la persona causante”.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	En todos los casos se debe demostrar dependencia económica con el fin de considerar la solicitud de pensión respectiva.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 32. – Extinción y/o acrecimiento de la pensión.  Todas las pensiones caducarán por la muerte de la persona beneficiaria, sin excepción alguna, salvo para la pensión que corresponde a los hijos, las que podrán acrecer proporcionalmente a solicitud de parte, previo estudio del dictamen socioeconómico y aprobación de la Junta Administradora.
	 
	 
	 
	 
	Se considera conveniente realizar la excepción en cuanto a los hijos, ya que debe estar ligado con el artículo 27, incisos b y c.  
Que sea demostrado que el hijo era de la persona jubilada o persona trabajadora activa. 
Se podría prestar para que se le asigne un beneficio a un hijo de una relación posterior al deceso de un jubilado.
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 33. – Servicios profesionales. En caso de requerirse, la Junta Administradora podrá contratar servicios profesionales de trabajo social externos al Poder Judicial para la elaboración de estudios socioeconómicos.
	 
	 
	 
	 
	Se considera oportuno considerar que respecto al pago de los honorarios, estos serán fijados en su momento por el Colegio de Trabajadores y Trabajadoras Sociales de Costa Rica.
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 34. – Documentación. En cualquier momento, la Junta Administradora podrá solicitar a las partes interesadas la información que considere pertinente, con la finalidad de evacuar cualquier duda al momento de estudiar las solicitudes presentadas por las personas beneficiarias.
	Agregar “Estas gestiones suspenderán los plazos establecidos en este reglamento”
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	CAPÍTULO IV
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	VIGENCIA DE LOS DERECHOS DE JUBILACIÓN Y PENSIÓN.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 35. – Sobre el derecho de jubilación. El derecho a la jubilación es facultativo, salvados los casos de incapacidad permanente para el desempeño del cargo, una vez que cumpla con los requisitos previstos en la ley. El derecho debe ser acogido por la Junta Administradora y regirá a partir del día siguiente al cese de las labores como persona servidora activa.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 36. – Sobre el derecho de pensión. El derecho de la pensión regirá al día siguiente del fallecimiento del exservidor (a) judicial o de la persona jubilada fallecida siempre y cuando tanto el causante, como la persona solicitante, cumplan con todos los requisitos establecidos tanto en la Ley N° 9544, LOPJ, este reglamento y demás normativa aplicable, para el goce de tal beneficio. 
	Debe ser la LOPJ y sus reformas
	 
	Vigencia de la pensión: En caso de fallecimiento la pensión rige a partir del fallecimiento y se otorgan 15 días para que las personas beneficiarias para interponer la solicitud, de manera que si lo presentan fuera de este plazo rige a partir de la fecha de presentación de la gestión (artículo 36), no obstante es necesario que el procedimiento se inicie de oficio y se notifique a las personas beneficiarias designadas por el trabajador fallecido y en caso de no existir se les notifique personalmente o mediante publicación.
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Lo anterior, en caso de que la solicitud respectiva se presente durante los primeros quince días hábiles de acontecida la muerte de la persona jubilada o servidora activa, en los casos en los que la solicitud se presente posterior a ese plazo, el beneficio se otorgará a partir de la fecha de presentación de la respectiva gestión. Para el supuesto de que, con posterioridad a la distribución inicial realizada por la Junta Administradora, se presenten solicitudes de personas beneficiarias con derecho a pensión, éstos sólo podrán hacer efectivo el beneficio, con perjuicio de la distribución inicial, a partir de la fecha de la respectiva gestión.
	 
	Objetamos contundentemente la propuesta de redacción del segundo párrafo del artículo 36, esto porque el derecho a la Pensión de las personas beneficiarias, surge inmediatamente después de acontecida la muerte de la persona servidora judicial o jubilada de la institución.
El fallecimiento de una persona genera un estado de duelo que afecta el estado
emocional de toda la familia y, podría suceder que pasados quince días de
acontecido el deceso, la familia aún no haya realizado los trámites para procurar el derecho a la pensión.
Por esa razón solicitamos que se elimine el segundo párrafo, de manera tal que,
en cualquier tiempo, después de la muerte de la persona servidora judicial o
jubilada, se reconozca el derecho a la pensión a partir del día inmediato siguiente
al fallecimiento.
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 37. – Fraude en documentación. Con estricta sujeción al debido proceso, cuando la Junta Administradora, tenga conocimiento que una persona beneficiaria del derecho de jubilación o pensión ha suministrado información falsa o de dudosa procedencia, o en su defecto, realice acciones tendentes a trasladar su derecho a otra persona, con la pretensión de que a su fallecimiento le suceda en el beneficio, se realizará por parte de la oficina interna del Poder Judicial, de la dependencia de la Junta o la asesoría externa que designe esta, la apertura del procedimiento administrativo ordinario establecido en la Ley General de la Administración Pública y el reglamento que para ese tipo de actuaciones administrativas pueda dictar la Junta, la investigación pertinente, para la averiguación de la verdad real en el caso en cuestión.
	 
	 
	Ver observación en artículo 39.
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	CAPITULO V
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	RECONOCIMIENTO DE TIEMPO PARA EFECTOS JUBILATORIOS
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 38. – Solicitud del reconocimiento de tiempo servido en el Estado y sus instituciones. El reconocimiento de tiempo servido en el Estado y sus instituciones para efectos de jubilación se tramitará a solicitud de la persona servidora judicial activa. Estos deberán presentar ante la Dirección de Gestión Humana o la dependencia o personal que designe la Junta para la realización de tales estudios la solicitud de reconocimiento de tiempo servido. En estos casos, la persona servidora judicial, podrá presentar su gestión en cualquier momento de su relación de servicio, independientemente del tiempo transcurrido. 
	Agregar: Estas gestiones, para efectos de jubilaciones, deben estar presentadas y resueltas, como máximo, dos meses antes de cualquier gestión de jubilación
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	La vigencia del reconocimiento será a partir de la fecha en que la persona interesada cumplió con los requisitos establecidos en este reglamento.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 39. – Prueba que se debe aportar para el reconocimiento de tiempo servido. La solicitud presentada por la persona interesada deberá acompañarse de la prueba que la respalde, sin demérito de que la Dirección de Gestión Humana o la dependencia o personal que designe la Junta para la realización de tales estudios lleve a cabo las indagaciones y comprobaciones que considere pertinentes.
	 
	 
	Tiempo servido: Se delega en la persona interesada (sin definir quien podría ser)
de aportar la prueba para el reconocimiento del tiempo servido al referir que puede exigir (artículos 39 y 45 inciso a), no obstante le da la potestad a Gestión Humana (artículo 45 inciso e) de aportar prueba para valorar el tiempo servido en otras instituciones, por lo cual se le debe de dar audiencia a estas personas interesadas previamente a resolver. Se observa además que la posición del reglamento es que cuando se compromete la veracidad de la documentación se configuraría fraude únicamente para la persona beneficiaria (artículo 37), existiendo la posibilidad de fraude de terceras personas, además de que la documentación aportada se presumiría como legítima y debería ser con una certeza probatoria que se demuestre que el tiempo servido o las cuotas son o no suficientes para el otorgamiento o la
denegatoria de la pensión o jubilación.
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 40. – Prohibición de doble cómputo. En caso de que una persona haya trabajado simultáneamente en diferentes entes del Estado y sus instituciones, el tiempo servido no se podrá computar doble, es decir, solamente se computará el tiempo servido en uno de ellos.
	Debería ser el máximo 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 41. – Cómputo por tiempos paralelos. Ninguna persona que tenga jubilación en otro régimen podrá solicitar el reconocimiento del tiempo que se le computó para constituir ese derecho, con el propósito de obtener también la condición de persona jubilada judicial. La persona que gestiona la concesión de la jubilación deberá presentar a la Dirección de Gestión Humana o la dependencia o personal que designe la Junta para la realización de tales estudios, documento en que se consigne que no ostenta la condición de persona jubilada o pensionada de ningún régimen de jubilación o pensión público, salvo los supuestos de excepción contemplados en la ley.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 42. – Tiempo servido que puede ser reconocido para efectos de jubilación. El tiempo servido por la persona gestionante en el Estado se reconoce para efectos de jubilación. Para el cómputo del tiempo servido se tomarán en cuenta las siguientes reglas: 
	 
	 
	Ver observación en artículo 28.
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	a)             El reconocimiento de tiempo servido es procedente aun cuando la prestación del servicio se haya dado de manera discontinua, interina o en propiedad.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	b)             No será necesario que las personas servidoras hayan servido para el Poder Judicial consecutivamente ni en puestos de igual categoría. Se tomarán en cuenta todos los años de trabajo remunerado, debiendo la persona servidora haber laborado al Poder Judicial al menos los últimos veinte años. 
	Cambar por “para el “
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	c)             Los períodos de permisos sin goce de salario no serán tomados en cuenta para el cálculo. 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	d)             No se reconocerá cuando la prestación del servicio haya sido bajo la modalidad de servicios profesionales (sistema de honorarios o dietas).
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	e)             Para efectos jubilatorios, no se reconocerá el tiempo laborado en las instituciones de derecho público no estatales de base corporativa.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	f)              Si la prestación del servicio, por parte de la persona servidora en las dependencias o instituciones públicas estatales, se dio a tiempos parciales, se reconocerá la proporción que corresponda respecto de ese salario, para tales efectos, será admisible todo medio de prueba para comprobar el tiempo servido por la persona trabajadora. Al valorar la prueba, la Junta Administradora tomará en consideración el principio in dubio pro-fondo.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 43. – Cómputo de pasos por cursos de capacitación. Para los efectos del tiempo reconocido para jubilación se tomará en cuenta únicamente el tiempo laborado en forma efectiva en el Estado y sus instituciones, no así aquellos "anuales" o pasos otorgados por aprobación de cursos de capacitación en la Escuela Judicial o bien los aprobados en materia policial.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 44. – Fecha de rige del reconocimiento de tiempo servido. - El reconocimiento de tiempo servido rige a partir del día en que la persona interesada complete la documentación requerida por la Dirección de Gestión Humana o la dependencia o personal que designe la Junta para la realización de tales estudios, para su respectivo trámite, cuando sea su obligación presentarla. Si en el plazo de tres meses no la completa, esa Dirección procederá al archivo de la gestión.
	Cómo es esto? Entonces GH dice sí y listo?. Creo que debería ser con el acuerdo de la Junta.
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 45. – Reglas del traslado de cuotas por reconocimiento de tiempo servido para efectos de la jubilación. Al aprobarse el reconocimiento de tiempo servido para efectos de jubilación, la Junta Administradora le indicará a la persona gestionante el correspondiente reintegro al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial que se determinó en el respectivo estudio, mismo que será calculado a valor presente más el rendimiento real que se hubiere obtenido sobre las sumas a trasladar de haberlas invertido el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial durante el período reconocido. 
	 
	 
	Ver observación en artículo 39.

Ver observación en artículo 28.
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Para el traslado y reintegro de cuotas por reconocimiento de tiempo servido se aplicarán las siguientes reglas:
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	a)             Si la persona interesada había cotizado en otros regímenes de pensiones establecidos por otra dependencia o por otra institución del Estado, el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, al momento de otorgar la jubilación, tendrá derecho a exigir y la respectiva institución o dependencia estará obligada a girar el monto de esas cotizaciones (obrero, patronal y estatal) mediante una liquidación actuarial.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	b)             En el caso de que lo cotizado por la persona interesada, el patrono y el Estado no alcance el monto que corresponde al Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, la persona interesada deberá reintegrar a este la suma adeudada por las diferencias de cotización actualizadas al valor presente por el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC). Además, la persona interesada deberá cancelar el rendimiento real promedio que se haya obtenido sobre las sumas trasladadas, de haberlas invertido el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial durante el período reconocido.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	c)             La comprobación de los servicios prestados deberá hacerse por medio de prueba idónea y en cuanto a su interpretación se aplicará el principio in dubio pro - fondo. 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	d)             Cuando una persona ha trabajado simultáneamente en diferentes entes del Estado y sus instituciones, laborando en jornadas inferiores a la ordinaria y haya cotizado en ambos para un mismo régimen, se le deberá reconocer como un sólo período, dando lugar a una única jubilación por esos servicios y se deberá trasladar la totalidad de las cuotas aportadas. 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	e)             La Dirección de Gestión Humana o la dependencia o personal que designe la Junta para la realización de tales estudios, digitalizará la documentación presentada por la persona interesada para el trámite de reconocimiento de tiempo servido, la cual se adjuntará al expediente personal electrónico que custodia dicha dependencia.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 46. – Valor presente y rendimiento real. Para el cálculo del valor presente a que se refiere el artículo anterior, se observará la siguiente metodología: 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	La inflación acumulada, aplicada a cada cuota desde la fecha de inicio del reconocimiento, conforme la siguiente fórmula:
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	(IPC final/ IPC inicial) * 100-100=X, 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Donde: 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	X=Cuota*(1+X/100) 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	IPC: Índice de precios al consumidor 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Para el cálculo del rendimiento mensual real, se observará la siguiente fórmula: 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	RNR= 1+RN del plazo /1+IPC del plazo 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Donde: 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	RNR: Rendimiento Nominal Real.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	RN del plazo: Es el rendimiento nominal según el plazo desde la fecha de inicio. 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	IPC del plazo: Es la inflación acumulada según el plazo desde la fecha de inicio.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	La sumatoria de las cuotas indexadas por la inflación acumulada más el rendimiento mensual real de las inversiones, constituyen la suma a cobrar a la persona gestionante.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 47. – Proceso de reintegro de dinero. El rebajo del monto por el reconocimiento del tiempo servido no será menor al 10% del salario bruto que devengue la persona servidora judicial, quien no podrá acogerse a su derecho jubilatorio sin antes haber cancelado la totalidad del monto adeudado.
	 
	 
	 
	Se estima que el canon 47 contiene un parámetro muy alto del 10% como máximo. Se considera debe de ser de un 5% el tope y sobre el salario neto, pues se debe considerar las particularidades de cada caso, fundamentalmente el de las mujeres que son jefas de hogar, que tienen a su cargo personas enfermas o que requieran cuidados especiales; o, bien que ellas mismas lo demanden. También debe de tomarse en consideración el tiempo que reste para optar por el derecho porque dependerá de ese lapso en que la suma deba reintegrarse. Además, en la toma de esa decisión se debe escuchar la propuesta de la persona trabajadora y no puede ser una decisión unilateral de la Junta Administradora. La norma debe contener grandes parámetros para que la persona trabajadora ejerza el derecho de defensa y por otra parte la Junta Administradora se sujete a parámetros de razonabilidad y proporcionalidad en la toma de esas decisiones.
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 48. – Devolución de montos cobrados de más. Cuando se haya reintegrado una suma mayor por el reconocimiento de tiempo servido, el Departamento Financiero Contable o la dependencia o personal que designe la Junta, reintegrará al servidor o servidora judicial la suma respectiva. En caso de fallecimiento de la persona beneficiaria a quién corresponde el reintegro, se procederá a la devolución según lo que establezca el proceso sucesorio o sede notarial.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 49. – Requisitos para el traslado de cuotas de cualquier Régimen Básico Público de Pensiones hacia el Fondo de Jubilaciones y Pensiones de los servidores y servidoras del Poder Judicial. La solicitud de traslado de cuotas obrero patronales para efectos del artículo 226 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se hará mediante oficio del Departamento Financiero Contable del Poder Judicial o la dependencia que la Junta designe, dirigido a la Jefatura de la Sección de Cuenta Individual de la Caja Costarricense de Seguro Social, a la Jefatura Financiera de la Junta de Pensiones del Magisterio Nacional o a la persona responsable o encargada del respectivo régimen con indicación del nombre, apellidos, número de cédula y la referencia de lo acordado por la Junta Administradora (número de sesión, día, mes, año, artículo y descripción de lo acordado). La solicitud deberá ir firmada por la jefatura del Departamento Financiero Contable del Poder Judicial o por quien determine la Junta.
	LOPJ?
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	A la solicitud se acompañará la fotocopia del acuerdo de la Junta Administradora en que se aprobó el reconocimiento de tiempo servido y el reporte de tiempo servido confeccionado por la Dirección de Gestión Humana o la oficina designada por la Junta para tales efectos.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 50. –  Requisitos para el traslado de cuotas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones de los servidores y servidoras del Poder Judicial hacia cualquiera de los otros Regímenes Básicos Públicos. De conformidad con el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la solicitud de traslado de cuotas la hará la respectiva entidad Administradora del Régimen Básico Público, cuando vaya a otorgar la jubilación o pensión. La solicitud deberá dirigirse al Departamento Financiero Contable del Poder Judicial o la dependencia que la Junta designe. 
	LOPJ o 9544
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Se realizarán los estudios y cálculos respectivos por parte del Departamento Financiero Contable o la dependencia que la Junta designe, y se harán de conocimiento de la Alta Dirección, la que dictará la resolución de estilo ordenando la devolución de las cuotas. 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	CAPITULO VI
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	OTRAS DISPOSICIONES SOBRE JUBILACIONES Y PENSIONES
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 51. – Prohibición de embargo y otros. De conformidad con el artículo 984 del Código Civil y el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, las jubilaciones y pensiones no podrán ser objeto de embargo, venta, cesión, traspaso ni perseguidas por acreedores. La única excepción a esta regla es en el supuesto de pensión alimentaria. 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 52. – Sumas giradas de más. Cuando se detecte que se generó una suma girada de más a una persona beneficiaria de una jubilación o pensión se procederá por parte de la oficina interna del Poder Judicial, de la dependencia de la Junta o la asesoría externa que designe esta, a la apertura del procedimiento administrativo ordinario establecido en la Ley General de la Administración Pública y el reglamento que para ese tipo de actuaciones administrativas pueda dictar la Junta, lo anterior a efecto de proceder a la recuperación de los dineros girados de más
	No debería indicarse que las sumas giradas demás, deben estar canceladas antes del disfrute de la jubilación
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	La oficina interna del Poder Judicial, la dependencia de la Junta o la asesoría externa que esta designe, según corresponda, informará semestralmente a la Junta Administradora los procesos de recuperación de sumas pagadas de más a una persona beneficiaria. 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	TÍTULO III
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	DISPOSICIONES FINALES
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	CAPÍTULO ÚNICO
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	DISPOSICIONES GENERALES
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 53 – Medios de notificación. Las personas beneficiarias de una jubilación deben señalar medio personal para recibir notificaciones ante la Dirección de Gestión Humana y el Departamento de Financiero Contable del Poder Judicial u otra oficina que designe la Junta Administradora. De no señalar medio, las comunicaciones relacionadas con acuerdos adoptados por la Junta Administradora quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales. 
	Con esto se entiende física y/o digital?
	 
	Notificaciones: Se limita la posibilidad de que la persona jubilada ni las beneficiarias de la pensión puedan ser notificadas personalmente de los procedimientos para valoración y otorgamiento o denegatoria, por lo cual considera nuestra organización gremial que es necesario que al menos la primera notificación sea realizada de manera personal.
	El artículo 53 lesiona el derecho de defensa y el debido proceso, en abierta contradicción con la Carta Constitucional. Debe de crearse un sistema para dejar registrado el medio de notificaciones por cada una de las personas trabajadoras. En conjunto, debe de ser específico para lo concerniente a la Junta Administradora sin que se pueda emplear ninguna otra base de datos de la Institución. No puede aplicarse una notificación automática, pues siguiendo la lógica de la Ley de Notificaciones ahí invocada, las primeras gestiones deben de notificarse personalmente y no desde un inicio aplicar la notificación automática.
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 54. – Inversión de recursos. Los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones y los de la comisión del “cinco por mil” se invertirán conforme la Política específica de Inversiones aprobada por la Junta Administradora para cada uno.
	Esto lo dice la Ley? Creo q es diferente. Debería ser “Los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones y los recursos ociosos de la comisión del “cinco por mil” serán invertidos de conformidad con lo previsto en el artículo 237 la LOPJ y conforme la Política específica de Inversiones aprobada por la Junta Administradora para cada uno.
	 
	 
	 
	¿Quiénes fiscalizan las políticas que apruebe la Junta Administradora?
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 55. – Fundamento de la Junta en la toma de decisiones. Las decisiones tomadas por la Junta Administradora se realizarán bajo los parámetros establecidos por el ordenamiento jurídico en aplicación al Principio Pro-Fondo.
	 
	 
	Ver observación en artículo 28.
	 
	¿Cuáles son las regulaciones Pro Fondo? 
¿Quiénes fijan esos criterios?
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 56. – Situaciones imprevistas. Las situaciones no previstas en este Reglamento, sobre las materias aquí reguladas, serán resueltas por la Junta Administradora. siempre con sujeción a la normativa correspondiente, jurisprudencia aplicable, estudios técnicos y en atención al Principio Pro-Fondo”.
	 
	 
	Ver observación en artículo 28.
	Tocante el canon 56 debe de incluirse el principio pro operario y no pro- fondo. Es
lamentable como un tema tan sensible los derechos humanos de las personas trabajadoras, se abandona la necesidad que se respeten sus derechos laborales sobre todo de una pensión o jubilación que le permite una vida digna. Se incluye en la norma el tema de los estudios técnicos, razón por la cual el principio que regirá las decisiones deberá ser pro operario y no pro fondo. Toda norma jurídica debe tener un balance entre lo técnico y los derechos humanos de personas trabajadoras.
	 
	 

	Artículo 57. – Reformas. El presente Reglamento solo podrá ser modificado por la Junta Administradora mediante votación calificada.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 58. – Derogatoria. Este reglamento deroga cualquiera otra disposición reglamentaria que se le oponga.
	 
	 
	 
	 
	La redacción de este artículo otorga facultades muy amplias al Reglamento. Además de ser ambiguo en cuáles caso y posibles conflictos pueda encontrar.
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Artículo 59. – Vigencia. Este Reglamento rige a partir de su publicación, en el diario oficial La Gaceta.
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Comentarios Generales

	Observaciones Generales
	Asociación Costarricense de Juezas
	SINDEPU
	SITRAJUD
	ASPROTECOFI
	ANEJUD
	Observaciones Junta Administradora

	Primera
	Consideramos que el plazo concedido para la audiencia no es razonable, pues no permite un estudio pormenorizado del reglamento, dado que contiene elementos técnicos que pueden afectar severamente derechos fundamentales de las personas trabajadoras del Poder Judicial. Se solicitó mediante correo electrónico una prórroga lo cual fue denegada alegando el documento final ha de ser remitido el próximo 31 de los corrientes a la Superintendencia de Pensiones. De lo anterior protestamos de manera enérgica esta situación. En primer orden porque la audiencia parecer ser formal y de trámite pues se cierra cualquier posibilidad de estudio, discusión y enmienda. En segundo orden, al tenor del numeral 361 de la Ley General de Administración Pública la audiencia debe de ser de diez días. Lamentamos profundamente que quienes nos representan no ejerzan nuestros derechos a una audiencia con un plazo razonable y proporcional, así como la posibilidad de crear diálogos simétricos que realmente impacten en la toma de decisiones.
	Medios de impugnación: No se establecen los métodos para impugnar los actos ni las resoluciones que tome la junta, ni para la persona jubilada ni para las personas beneficiarias, lo que evidentemente produce una limitación de que las decisiones sean conocidas en al menos una instancia.
	 
	 
	 
	 

	Segunda
	De manera genérica, deseamos hacer notar, que no se encuentra regulado el régimen de impugnaciones en caso de estar en desacuerdo con las decisiones asumidas por la Junta Administradora, o bien remisión a cuál régimen de impugnación se emplea. Esta situación lesiona el debido proceso y el derecho de defensa de las personas trabajadoras, pues se desconoce cómo defender sus derechos. Al ser un reglamento debe contener claridad este aspecto.
	Procedimiento: Considera esta organización que como recomendación se podría designar una comisión de valoración que realice un proceso que permita a las partes interponer incidentes o protestas por actos procesales realizados en inobservancia del debido proceso administrativo y que una vez finalizada la recopilación de la información, proceda a emitir una resolución en la cual se determine la viabilidad o no del otorgamiento de la jubilación o la pensión así como el monto al cual asciende, haciendo un análisis de todas las pruebas; una vez notificada esta resolución se le debe dar oportunidad a las partes de impugnarla ante la junta.
	 
	 
	 
	 

	Tercera
	No están contenidas medidas afirmativas en caso de las mujeres, lo cual es lesivo a la Convención Sobre La Eliminación De Todas Las Formas De Discriminación Contra La Mujer, pues todo reglamento deberá contemplar las diferencias en que se encuentran las mujeres según la reseñada convención y crear en los casos que ameriten medidas afirmativas.
	Participación de los gremios: La jubilación así como la pensión conforman parte integral de los derechos de las personas trabajadoras, de manera que es indispensable que en el procedimiento se permita la participación de los gremios como coadyuvantes tanto de la persona jubilada como los beneficiarios, a efecto de conformar un apoyo e incluso presentar y solicitar pruebas, gestionar diligencias e inclusive interponer recursos.
	 
	 
	 
	 

	Cuarta
	 
	Uso del fondo: El fondo de pensiones y jubilaciones es uno de los elementos más importantes en la vida de una persona trabajadora, se observa que el reglamento se inclina por limitar de manera significativa las posibilidad de otorgar la entrega a la persona jubilada o sus beneficiarios, dejando las sumas rebajadas para el fondo, lo que podría eventualmente representar un enriquecimiento sin justa causa, por lo cual se solicita un análisis exhaustivo de los motivos que podrían generar una denegatoria del otorgamiento de los beneficios.
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Se acordó: 1.) Tener por hechas las observaciones al Reglamento General del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, realizadas por los Gremios del Poder Judicial. 2.) Acoger las observaciones de forma realizadas a dicho reglamento, trasladando las observaciones de fondo a la asesoría legal para su análisis a profundidad en futuras versiones de este reglamento. 3.) Aprobar esta versión del Reglamento General del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial con los ajustes de forma referidos. 4.) Comunicar a la Superintendencia de Pensiones-SUPEN este acuerdo, con el cual se atiende los requerimientos emitidos en los oficios SP-R-1988-2020 y SP-1177-2020, referentes a la conversión del acto de aprobación, dictando uno nuevo distinto al tomado en la sesión N° 13-2020 celebrada el 27 de abril de 2020, subsanando el defecto y enderezando el procedimiento de aprobación respectivo. 5.) Una vez obtenida la aprobación final de dicho ente supervisor sobre el reglamento de referencia, deberá la administración proceder de oficio con la publicación respectiva en el diario oficial La Gaceta. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc49686189]ARTÍCULO X 
DOCUMENTO N° 792-2020.
El máster Oslean Mora Valdez, en correo electrónico de 28 de agosto de 2020, remitió para valoración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el Protocolo de Conflicto de Intereses N°001 (Evitar Conflictos de Intereses en el Macroproceso Financiero Contable), que dice: 
[bookmark: _Toc49452512][bookmark: _Toc49503182]““Antecedentes

Con la promulgación de la Ley N°. 9544 “Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, Contenido en La Ley N.º 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de Mayo de 1993, y sus Reformas”, se establece la conformación de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (en adelante Junta Administradora), conformándose por seis miembros titulares y seis miembros suplentes, según se establece en el articulo N°. 239 de la citada Ley.

La conformación de dicha Junta Administradora ocurre a partir de su juramentación el día lunes 27 de enero del 2020, respetando la composición definida en el artículo N°. 240 de la citada ley e integrándose en su primera sesión de la siguiente manera:

	Persona
	Posición
	Representación

	MSc. Carlos Montero Zuñiga
	Presidente
	Corte Plena

	Lic. Arnoldo Hernández Solano
	Vicepresidente
	Colectivo Judicial

	Licda. Ana Lucrecia Ruiz
	Secretaria
	Colectivo Judicial

	Licda. Ingrid Moya Aguilar
	Tesorera
	Corte Plena

	MBA. Mauricio Villalta Fallas
	Director
	Colectivo Judicial

	MBA. Miguel Ovares Chavarria
	Director
	Corte Plena



Al respecto es importante destacar que, la propia ley establece el nombramiento de tres miembros designados por la Corte Plena y tres miembros elegidos por el Colectivo Judicial, debido a lo cual se presume, la integración de este Órgano de Dirección podrá contar con personal activo de la Corte Suprema de Justicia, Poder Judicial en todo momento. Así mismo, es de vital importancia resaltar que las actividades desempeñadas por dichos miembros en su calidad de directores de este Órgano Directivo no son exclusivas, debido a lo cual continuarán efectuando las funciones propias de sus cargos dentro de la estructura del Poder Judicial.

Debido a lo anterior, se considera necesario regular el protocolo de actuación en los casos donde cualquier Director, debido al ejercicio de sus funciones principales desarrolladas para la Corte Suprema de Justicia, Poder Judicial se encuentre ante un posible conflicto de intereses con respecto a sus funciones como integrante de la Junta Administradora.
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De acuerdo con lo establecido por la citada ley, en sus artículos N°. 237 y 241, para su gestión, la Junta Administradora deberá apegarse a lo establecido en la Ley N°. 7983, “Ley de Protección al Trabajador” y la normativa que al efecto ha establecido el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF), para ello importante resaltar lo que establece dicha normativa.

En Ley N°. 7983, “Ley de Protección al Trabajador”, en su artículo 61 se establece que:

“Artículo 61.- Límites en materia de inversión. La Superintendencia establecerá reglamentariamente límites en materia de inversión de los recursos de los fondos, con el fin de promover una adecuada diversificación de riesgo y regular posibles conflictos de interés.” El resaltado no es del original
De tal forma, aunque dicho artículo se refiere a principalmente al tema de inversiones, es claro que la Ley de Protección del Trabajador delega en la Superintendencia de Pensiones la regulación de posibles conflictos de intereses, debido a lo cual conviene revisar el cuerpo normativo establecido por dicho ente supervisor. Al respecto es necesario destacar que el Reglamento de Riesgos publicado en el alcance 151 del Diario Oficial “La Gaceta”, del 23 de Junio del 2017, nos define el concepto de referencia de la siguiente forma:

“Conflictos de intereses: cualquier acto, omisión o situación de una persona, sea física o jurídica, que pudiere otorgar ventajas o beneficios indebidos, para sí o para terceros, producto de la administración de los fondos o la prestación de servicios relacionados con estos.”

Así mismo, en dicho reglamento se establece como, parte de las responsabilidades del Órgano de Dirección, en este caso la Junta Administradora, el siguiente:

“Artículo 6. Responsabilidades del Órgano de Dirección El Órgano de Dirección es responsable de aprobar y mantener la estrategia de gestión de riesgos de los fondos administrados. En este rol le corresponde, entre otros: 

Actuar de buena fe, en busca de los mejores intereses de los afiliados y pensionados; es decir, tiene una responsabilidad fiduciaria con los afiliados y pensionados de los fondos administrados. Además, sus decisiones no deben estar afectadas por conflictos de intereses.
[…]” El resaltado no es del original.

En concordancia con lo anterior, la Junta Administradora, deberá dictar medidas que procuren minimizar la ocurrencia de posibles conflictos de intereses en la operativa diaria del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, así como de su propia organización, una vez sea está establecida.

En la coyuntura actual, se efectúa una consulta a la Procuraduría General de la República con el número de referencia N°. 4942-2020 (actualmente pendiente de respuesta), mediante la cual se solicita aclaración sobre la naturaleza jurídica de la Junta, grado de desconcentración y nivel de autonomía con respecto al Poder Judicial. No obstante, conviene destacar que la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ), gracias a la reforma impuesta por la Ley N°. 9544, establece en su artículo N°. 239 lo que a continuación se destaca:

“Artículo 239- Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como un órgano del Poder Judicial, que contará con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga la ley.” El resaltado no es del original.

Así mismo, vale la pena resaltar que a lo interno de la Corte Suprema de Justicia, Poder Judicial se aprobó en sesión de Corte Plena N°. 14-19 celebrada el 01 de abril 2019, artículo XIII el documento “Regulación para la Prevención, Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder Judicial” (conocido como Reglamento de Conflicto de Intereses), el cual busca regular el conflicto de los intereses institucional versus los intereses privados de los funcionarios judiciales, de dicho reglamento conviene destacar los siguientes artículos:

“Artículo 7. Evitar los conflictos de interés.
La persona servidora judicial es la principal responsable de vigilar que sus intereses privados no afecten las funciones a cargo del Poder Judicial, la confianza y credibilidad institucional. Deberá evitar colocarse en situaciones de conflictos de interés que menoscaben o pongan en riesgo su imparcialidad, independencia e integridad para el ejercicio de las funciones de su cargo o puedan generar dudas razonables acerca de su objetividad o independencia o la del Poder Judicial.

[…]

Artículo 12. Resolución de las situaciones de conflicto de interés.
Siempre que se identifique una situación de conflicto de interés, deberán tomarse las medidas necesarias para resolverlo con el fin de evitar una afectación al interés público, a la buena gestión de los asuntos a cargo del Poder Judicial, la confianza y credibilidad institucional, y prevenir conductas de corrupción de las personas servidoras judiciales.	

Las medidas adoptadas deberán ser proporcionales al nivel del riesgo de afectación al interés público que implique la situación de conflicto de interés identificada, y conciliar, en la medida de lo posible, los intereses de la organización, el interés general y los intereses legítimos de las personas servidores judiciales.

Los conflictos de interés podrán resolverse si concurren cualesquiera de las siguientes circunstancias, entre otras:

a) Abstención del conocimiento del asunto específico, cuando se trate de una situación aislada o poco recurrente.
b) Renuncia de la persona servidora judicial al interés privado.
c) Reorganización de los deberes y responsabilidades de la persona servidora judicial conforme al debido proceso.
e) Traslado a otro puesto conforme al debido proceso.” El resaltado no es del original.

Si bien es cierto, las actuaciones que como funcionarios judiciales y como representantes patronales que integran la Junta Administradora no se ubican en la esfera de intereses privados, conviene rescatar particularmente las soluciones destacada en el artículo 12 de este reglamento para ser desarrolladas más adelante en el presente documento. 
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Conforme a lo definido en el convenio N°. 3, denominado “Convenio específico de cooperación interinstitucional y préstamo de recursos, suscrito entre el Poder Judicial y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, suscrito el 27 de enero 2020, con una duración de dos años, prorrogable tácitamente por períodos iguales y consecutivos, el Poder Judicial dotará de los recursos humanos, espacio físico, equipo y sistemas informáticos necesarios para el desarrollo de las actividades especificas propias de la Junta Administradora. 

De tal manera, es importante destacar que dicho cuerpo colegiado desarrolla sus actividades a la fecha sin cortar con recursos o estructura propia, apoyando todo el tema operativo de ejecución de actividades en la estructura del Poder Judicial, amparado en el convenio descrito. 

Para definir la estrategia futura de desarrollo y adopción de tareas y actividades, la Junta Administradora consideró necesario elevar consulta a la Procuraduría General de la República (N°. 4942-2020), con el fin de aclarar inequívocamente la pertenencia o no de este órgano colegiado al Poder Judicial y las facultades respectivas en relación con este último. 

Paralelamente, se ejecuta un proyecto de definición de la estructura necesaria de la Junta Administradora para el desarrollo de las tareas de su competencia, lo anterior mediante la contratación de una consultoría especializada con la firma PricewaterhouseCoopers (PwC), proyecto que se encuentra actualmente en desarrollo, por lo cual no se vislumbra en el futuro inmediato la posibilidad de contar con una estructura propia e independiente para la Junta Administradora.
  
Dado lo anterior, al no poder aún desarrollar una estructura propia y dedicada para atender las necesidades de la Junta Administradora y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ), se visualiza un periodo de al menos seis meses, durante el cual se mantendrá la utilización y acompañamiento de los recursos del Poder Judicial para el desarrollo de sus funciones, amparados en el convenio de referencia.
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Conforme a lo definido en el Convenio N°. 3 citado previamente, el Macroproceso Financiero Contable continúa desarrollando sus funciones operativas relacionadas con la gestión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, atendiendo sus tareas típicas, dentro de las cuales se destacan:

Ejecución de pago de asignaciones a beneficiarios (personas jubiladas y pensionadas) y proveedores.
Contabilidad de la Junta Administradora y del FJPPJ. 
Gestión de Portafolios Financieros.
Gestión Integral de Riesgos.
Plataforma de Servicios del FJPPJ.
Cálculo y traslado de cuotas de aportes.
Traslado y recuperación de cuotas entre regímenes del primer pilar.
Gestión de cuentas por cobrar a favor del FJPPJ.
Atención de requerimientos de entes supervisores.
Trámites tributarios.
Reportería y remisión de informes ante reguladores.
Control y ejecución de contratos de servicios de proveedores

Para el desarrollo de estas labores, así como las propias desarrolladas para la correcta gestión del Poder Judicial y sus dependencias, el Macroproceso Financiero Contable, quien se destaca dentro de la estructura propia de la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial, ha desarrollado una organización interna especializada, la cual puede representarse de la siguiente manera:

Organigrama Funcional Macroproceso Financiero Contable

[image: ]

**En color verde se destacan las áreas directamente involucradas con el accionar de la Junta Administradora y del FJPPJ.
Fuente: Elaboración propia.

Al respecto es importante destacar que, el Macroproceso Financiero Contable mantiene en su estructura interna una distribución de Procesos, Subprocesos y Unidades para el desarrollo de sus funciones típicas; actualmente posee cuatro Jefaturas de Proceso que desarrollan sus tareas conforme a su área de especialidad, dichas jefaturas se ubican en un rango medio-superior en la escala de la estructura organizacional de la Corte Suprema de Justicia, Poder Judicial las cuales son:

Proceso de Tesorería.
Proceso Presupuestario Contable.
Proceso de Inversiones.
Proceso de Riesgos.

Así mismo, es importante destacar que, típicamente estos Procesos desarrollan actividades de gran impacto e involucramiento dentro de toda la estructura del Poder Judicial, manteniendo en ocasiones líneas de relación directa con superiores jerárquicos de la Alta Dirección del Poder Judicial.

Para el desarrollo de sus tareas típicas, las Jefaturas de Proceso presentan un alto nivel en el desarrollo de sus competencias, siendo el objetivo principal de dicho puesto el que a continuación se detalla:
 
“Planeamiento, organización, dirección, asignación, coordinación y supervisión de las actividades profesionales, técnicas y administrativas a cargo de un proceso y subprocesos complejos.”

De igual forma, se destaca que su nivel de responsabilidades, valores, características personales y requisitos académicos, son de los más altos dentro de los definidos en el Manual Descriptivo de Clases de Puestos de la Corte Suprema de Justicia, Poder Judicial.
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El director propietario MBA. Miguel Ovares Chavarria, se mantiene laborando para la Corte Suprema de Justicia, Poder Judicial como Jefe del Departamento de Proveeduría, situación que se modifica a partir del 01 de septiembre del 2020, momento en el cual dicho profesional asumiría un nombramiento como Jefe del Macroproceso Financiero Contable. 

Al respecto, es de vital importancia destacar que el Sr. Ovares posee su plaza en propiedad como Jefe del Proceso de Tesorería en dicho Departamento, situación conocida por la Comisión de Nombramientos de la Corte Plena y por la propia Superintendencia de Pensiones al momento de su elección como candidato a conformar la Junta Administradora del FJPPJ, en alineamiento con las condiciones establecidas por la propia LOPJ y desarrolladas en el apartado N°. 2 de este documento.

Dada la importante relación que posee el Macroproceso Financiero Contable en la ejecución de labores operativas diarias relacionadas con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, así como con las actividades que a la fecha efectúa la propia Junta Administradora, se visualiza un posible conflicto de intereses al estar involucrado en la operativa diaria de este Departamento y a su vez participar como director propietario en la Junta Administradora.

Con el fin de minimizar la probabilidad de ocurrencia de conflictos de intereses en el desarrollo diario de sus funciones, se estima que el Sr. Ovares posee las siguientes líneas de acción:

Renuncia a su puesto como director titular de la Junta Administradora.
Nombramiento en un área distinta dentro de la estructura del Poder Judicial, que no tenga relación directa con el accionar del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Delegación y autorización a las Jefaturas de Proceso del Macroproceso Financiero Contable, para el desarrollo directo de actividades relacionadas con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
Inhibitoria permanente de conocer en sesión de Junta Administradora, cualquier asunto relacionado con el accionar del Macroproceso Financiero Contable.

Al respecto convine recordar lo señalado por el artículo N°. 12 del Reglamento de Conflicto de Intereses del Poder Judicial, destacado en el apartado N°. 2 de este documento, en especifico el inciso c) de dicho artículo, el cual señala:

“c) Reorganización de los deberes y responsabilidades de la persona servidora judicial conforme al debido proceso.” El resaltado no es del original.
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Una vez analizados los puntos anteriormente desarrollados, se propone a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, adoptar el siguiente protocolo de actuación para este caso en particular:

Autorizar la inhibitoria del MBA. Miguel Ovares Chavarria, en su calidad de Jefe del Macroproceso Financiero Contable de participar de la gestión operativa de los temas relacionados con la Junta Administradora y con el FJPPJ.
Autorizar a las Jefaturas de los Procesos de Tesorería, Presupuestario-Contable, Inversiones y Riesgos, todos del Macroproceso Financiero Contable, para que emitan la aprobación y gestión directa de las actividades relacionadas con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, así como de la Junta Administradora, conforme a su área de especialidad, sin requerir el visto bueno de la jefatura de dicho Macroproceso.
En los casos en los que, dada la urgencia de algún trámite, imposibilidad de aprobación por alguna otra de las personas autorizadas y/o situación de emergencia, el MBA. Miguel Ovares Chavarria podrá autorizar lo correspondiente en su calidad de Jefe del citado departamento, no obstante deberá inhibirse de conocer lo relacionado a dicho tema en la sesión correspondiente de la Junta Administradora, obligándose a manifestarlo en la respectiva acta de la sesión correspondiente.

Lo anterior, si a bien lo estima la Junta Administradora del FJPPJ, para ser autorizado y aplicado a partir del martes 01 de septiembre del 2020.
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Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Trasladar a la Oficina de Cumplimiento del Poder Judicial el Protocolo de Conflicto de Intereses 001 para su estudio y recomiende a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme.
-o0o-
A las 12:02. horas terminó la sesión.
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Perfil tecnológico de TI para SUPEN

Poder Judicial

Dirección de Tecnología de la Información y Comunicaciones
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Antecedentes.



Disposiciones para comunicar el perfil.



Procedimiento para solicitar permisos.



Recepción y distribución del perfil.



Datos del perfil tecnológico.

Poder Judicial

Dirección de Tecnología de la Información y Comunicaciones









Antecedentes

Entre 13 y el 20 de marzo del 2017 se aprueba el “Reglamento General de Gestión de la Tecnología de Información”.



El 28 de marzo de 2017, se emiten los “Lineamientos generales al Reglamento General de Gestión de la Tecnología de Información”

Superintendente General de Entidades Financieras (SUGEF).

Superintendente General de Valores (SUGEVAL), 

Superintendente de Pensiones (SUPEN).

Superintendente General de Seguros (SUGESE).



El 17 de abril del 2017, se publica en La Gaceta el “Reglamento General de Gestión de la Tecnología de Información”. (Alcance No.80).













Antecedentes

El 26 de mayo del 2017 se recibe el oficio SP-473-2017 por parte de la SUPEN

Anexo del oficio: se emiten y comunican las disposiciones para que las entidades supervisadas por SUPEN, comuniquen los perfiles tecnológicos previstos en los artículos 9 del reglamento y el artículo 2 de los Lineamientos Generales del reglamento.









A partir de ese momento, la Dirección de TI inicia la labor anual de confeccionar y enviar el perfil tecnológico a la SUPEN.



Poder Judicial

Dirección de Tecnología de la Información y Comunicaciones















Antecedentes

Reglamento General de Gestión de la Tecnología de Información:

Artículo 8 Marco de Gestión: las entidades son responsables de planificar, implementar, controlar y mantener un marco de gestión de TI, y que los procesos del marco de gestión de TI que no aplican para su modelo de negocio deben ser debidamente justificados a través de un estudio técnico.

Artículo 9, Perfil Tecnológico: cada entidad supervisada debe elaborar y mantener actualizado su perfil tecnológico.

Para la recepción del perfil tecnológico, se cuenta con el Sistema de Captura, Verificación y Carga de Datos (SICVECA), desarrollado e implementado por la SUGEF.









Disposiciones para que las entidades supervisadas por la SUPEN comuniquen los perfiles tecnológicos 

Artículo 1. Ubicación de los archivos 

La estructura y archivos necesarios para completar los archivos del perfil tecnológico se encuentran en el sitio web de la SUPEN: https://www.supen.fi.cr/web/supen/otros

Artículo 2. Tipo de archivos

Se establecen los archivos tipo XML para el formato del perfil tecnológico. Las entidades podrán utilizar la herramienta InfoPath para completar la información requerida.

Artículo 3. Medio de envío

El perfil tecnológico se envía utilizando el sistema SICVECA, utilizando la clase de datos 24 “Perfil Tecnológico”.

Artículo 4. Inscripción de usuarios en SICVECA

El requerimiento para solicitar la creación de perfiles administradores para el uso de SICVECA se realizará de acuerdo al procedimiento establecido en el Anexo 1.







Anexo 1: Procedimiento para solicitar permisos del Usuario Administrador Titular y Usuario Administrador Suplente: 


Enviar oficio por parte de la Gerencia o Subgerencia General o Representante Legal:

Dirigida al Superintendente respectivo.

Nombre completo y número de cédula de los funcionarios a los que se les solicita el acceso.

Completar y adjuntar la plantilla Excel con los datos de los nuevos funcionarios.

Copia de cédula de los funcionarios a quienes se les solicita el acceso.

Persona contacto a quien se le informará por correo electrónico cuando los accesos estén listos.



Una vez que se reciba el comunicado de creación de usuarios administradores y suplentes, el funcionario debe ingresar al sistema correspondiente para verificar su ingreso.



Para ingresar al SICVECA deben dirigirse al enlace https://usuarios.sugef.fi.cr.  Es indispensable el uso de la firma digital para autenticarse en el sistema.











Anexo 2: Recepción y Distribución del Perfil Tecnológico

		Descripción  		Entidades

		 
Operadoras de pensiones 		 
BN Vital Operadora de Planes de Pensiones Complementarias S.A.
BAC San José Pensiones Operadora de Pensiones Complementarias S.A.

		Regímenes de Capitalización Colectiva (Básico)
 
Regímenes públicos sustitutos del Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social
 		 
 
 
 
Fondo del Poder Judicial 
 

		Regímenes de Capitalización Colectiva
 
Regímenes públicos sustitutos del Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social.		 
 
Regímenes de Capitalización Colectiva del Magisterio Nacional
 



Grupo #3:

Primeros 10 días hábiles

 de agosto













Datos del Perfil Tecnológico

Consta de 17 archivos:

Datos de identificación: datos sobre las personas autorizadas a enviar el perfil.



Marco de gestión: listado de procesos que forman parte del marco de gestión e información sobre el acta donde se aprobaron.



Procesos del negocio: datos de los procesos de la entidad que participan en los temas del FJP.



Organigrama: descripción de la jerarquía de la entidad.



Comité de TI: datos de las personas que toman decisiones relacionadas con las Tecnologías de Información y sus puestos en dicho comité.





Datos del Perfil Tecnológico

Proveedores de TI: información sobre las empresas que venden hardware, software o servicios, para el funcionamiento de los sistemas informáticos.



Servicios de TI: catálogo de servicios tecnológicos de la entidad.



Documentos de TI: datos sobre políticas, reglamentos y otro documento que permitan regular la actividad de las actividades de tipo tecnológico en la entidad.



Centro de cómputo: datos sobre los centros de cómputo donde se ubican los servicios de TI.



Inventario de equipos: listado de equipos de tecnológicos con los que cuenta la entidad.











Datos del Perfil Tecnológico

Sistemas de información: listado de sistemas informáticos que se utilizan para los trámites del Fondo.



Software: tipo de software que se utiliza para desarrollar y dar soporte a los sistemas informáticos.



Proyectos de TI: listado de proyectos que están en proceso.



Planes de Adquisición: listado de compras tecnológicas relacionadas con el procesamiento del Fondo, que están en proceso



Canales electrónicos: canales por medio de los cuales se pone a disposición de las personas jubiladas y pensionadas los datos del fondo que les competen.







Datos del Perfil Tecnológico

Riesgos de TI: riesgos detectados por la entidad, relacionados con las tecnologías de la información. 



Justificaciones: listado de archivos donde no se coloca información y la justificación de por qué no se envían datos de esos tipos.
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Disposiciones para que las entidades supervisadas por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), comuniquen los perfiles tecnológicos previstos en los artículos 9 del Reglamento General de la Tecnología de la Información y el artículo 2 de los Lineamientos Generales del Reglamento General de Gestión de la


Tecnología de Información





Superintendencia de Pensiones, al ser las ….horas del día….de mayo de 2017.





CONSIDERANDO:


1. El párrafo segundo del artículo 33 de la Ley N°7523, Régimen Privado de Pensiones Complementarias, establece que la Superintendencia de Pensiones autorizará, regulará, supervisará y fiscalizará los fondos y regímenes contemplados en dicha ley, así como aquellos que le sean encomendados en virtud de otras leyes, y la actividad de las operadoras de pensiones, de los entes autorizados para administrar los fondos de capitalización laboral y de las personas físicas o jurídicas que intervengan, directa o indirectamente, en los actos o contratos relacionados con las disposiciones de la ley de cita.


2. El artículo 38, inciso r) de la Ley N°7523, establece, como una potestad del Superintendente de Pensiones, dictar normas específicas sobre el contenido, la forma y la periodicidad con que las entidades supervisadas deben proporcionar a la Superintendencia, información sobre su situación jurídica, económica y financiera, sobre las características y los costos de sus servicios, las operaciones activas y pasivas y cualquier otra información que considere de importancia, con el fin de que exista información suficiente y confiable sobre la situación de las entidades supervisadas.


3. El Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) aprobó el “Reglamento General de Gestión de la Tecnología de Información”, mediante los artículos 9 y 11 de las actas de las sesiones 1318-2017 y 1319-2017, celebradas el 13 y el 20 de marzo del 2017, respectivamente, publicado en el Alcance N°80 del Diario Oficial La Gaceta, del 17 de abril de 2017.


4. Al ser las 9:00 horas del 28 de marzo de 2017, el Superintendente General de Entidades Financieras, el Superintendente General de Valores, el Superintendente de Pensiones y el Superintendente General de Seguros, al amparo del reglamento antes citado, emitieron los denominados “Lineamientos generales al Reglamento General de Gestión de la Tecnología de Información”.


5. El artículo 9 Perfil Tecnológico del “Reglamento General de Gestión de la Tecnología de Información”, señala que cada entidad supervisada debe elaborar y mantener actualizado su perfil tecnológico y que, cuando la Unidad de Tecnologías de la Información (TI) es corporativa, debe remitirse un único perfil y coordinar que dicho perfil tecnológico se ajuste al marco de gestión de TI. Además, establece que el perfil tecnológico debe identificar las particularidades de cada una de las entidades integrantes del grupo o conglomerado financiero a las cuales les aplica.


6. El numeral 2, Perfil Tecnológico, de los “Lineamientos Generales del Reglamento General de Gestión de la Tecnología de Información”, establece que el formato del archivo del perfil tecnológico y su medio de remisión, serán comunicados por la respectiva Superintendencia.


7. Las entidades supervisadas requieren conocer el detalle del formato y lineamientos para completar el formulario por medio de cual deben comunicar el perfil tecnológico.


8. El artículo 10 del “Reglamento General de Gestión de la Tecnología de Información”, señala que las entidades supervisadas pueden solicitar que su gestión de TI sea considerada como corporativa cuando la unidad de TI provee servicios a dos o más entidades integrantes del grupo o conglomerado financiero.  


9. El artículo 8 del citado Reglamento, señala que las entidades son responsables de planificar, implementar, controlar y mantener un marco de gestión de TI, y que los procesos del marco de gestión de TI que no aplican para su modelo de negocio deben ser debidamente justificados a través de un estudio técnico.


10. Para la recepción del perfil tecnológico definido en el Acuerdo SUGEF 14-09, se cuenta con el Sistema de Captura, Verificación y Carga de Datos (SICVECA), desarrollado e implementado por la Superintendencia General de Entidades Financieras.


POR TANTO:


Se emiten las siguientes “Disposiciones para que las entidades supervisadas por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) comuniquen los perfiles tecnológicos previstos en los artículos 9 del Reglamento General de la Tecnología de la información y el artículo 2 de los Lineamientos Generales del Reglamento General de Gestión de la Tecnología de Información”.


Artículo 1. Ubicación de los archivos 





La estructura y archivos necesarios para completar los archivos del perfil tecnológico se encuentran disponibles en el sitio web de la Superintendencia de Pensiones, a saber:


https://www.supen.fi.cr/web/supen/otros


Artículo 2. Tipo de archivos





Se establecen los archivos tipo XML para el formato del perfil tecnológico, cuya estructura está diseñada sobre archivos XSD. Las entidades podrán utilizar la herramienta InfoPath para completar la información requerida.


Artículo 3. Medio de envío


Los supervisados por la Superintendencia de Pensiones utilizarán, el medio para la remisión oficial del perfil tecnológico, el sistema SICVECA, utilizando la clase de datos 24 “Perfil Tecnológico”.


Artículo 4. Inscripción de usuarios en SICVECA


El requerimiento para solicitar la creación de perfiles administradores para el uso de SICVECA se realizará de acuerdo al procedimiento establecido en el Anexo 1.


Artículo 5. Tipo de gestión de TI


i. Para efectos de la remisión del perfil tecnológico, en lo relativo al tipo de gestión de TI, la gestión de TI de las entidades es individual. Por tanto, deberá remitirse un perfil tecnológico por cada entidad supervisada.


ii. En caso que las entidades requieran enviar un único perfil tecnológico corporativo deberán tramitar la solicitud de valoración de la gestión corporativa en los primeros tres meses, después de la entrada en vigencia del Reglamento, y antes de la remisión del primer perfil, según lo estipulado en el Artículo 10 del Reglamento de Gestión de TI y el numeral 3 Tipo de gestión de TI de los Lineamientos Generales. 


Artículo 6. Marco de gestión de TI


ii.  La Superintendencia de Pensiones deberá solicitar a las entidades la justificación razonada, mediante estudio técnico, de aquellos procesos que no se incluyan en el Marco de Gestión de TI. La fecha de remisión de dicha justificación razonada será la misma que la fecha establecida para la remisión del perfil tecnológico. 


Artículo 7. Disposiciones finales.


a. Periodo de pruebas


El periodo de pruebas de remisión del perfil tecnológico a través de la plataforma SICVECA será del 01 de setiembre al 31 de octubre del 2017.


b. Capacitación


La capacitación a las entidades supervisadas, relativa al Reglamento General de la Tecnología de la Información, a los Lineamientos Generales del Reglamento General de Gestión de la Tecnología de Información, y a la forma de completar el formulario correspondiente al perfil tecnológico, está incluida en los anexos de esta circular. 


Comuníquese.


[image: ]


Álvaro Ramos Chaves


Superintendente de Pensiones












Anexo 1





Procedimiento para solicitar permisos de usuarios administradores titulares y suplentes para el uso de SICVECA





El procedimiento a seguir para las entidades supervisadas por SUPEN, para solicitar los permisos del Usuario Administrador Titular y Usuario Administrador Suplente es el siguiente: 


1. Enviar un oficio por parte de la Gerencia o Subgerencia General o Representante Legal de la entidad indicando los datos:


· Dirigida al Superintendente respectivo.


· Nombre completo y número de cédula de los funcionarios a los que se les solicita el acceso.


· Completar y adjuntar la plantilla Excel con los datos de los nuevos funcionarios.


· Copia de cédula de los funcionarios a quienes se les solicita el acceso.


· Persona contacto a quien se le informará por correo electrónico cuando los accesos estén listos.


El formato que debe seguirse para la solicitud de usuarios administradores se encuentra en el archivo inserto:








2. Una vez que se reciba el comunicado de creación de usuarios administradores y suplentes, el funcionario debe ingresar al sistema correspondiente para verificar su ingreso.


3. Para ingresar al SICVECA deben dirigirse al enlace https://usuarios.sugef.fi.cr.  Es indispensable el uso de la firma digital para autenticarse en el sistema.















Anexo 2





Recepción y Distribución del Perfil Tecnológico








Grupo 1: Primeros 10 días hábiles de enero 2018





			 Descripción


			Entidades





			


Operadoras de pensiones








			Vida Plena Operadora de Planes de Pensiones Complementarias S.A. 





			


			Operadora de Planes de Pensiones Complementarias del Banco Popular y de Desarrollo Comunal S.A.





			Fondos complementarios creados por leyes especiales o convenciones colectivas


			Fondo de Empleados del BCAC


Fondo de Empleados del ICT





			


Regímenes de Capitalización Colectiva








Fondos complementarios creados por leyes especiales o convenciones colectivas








			





  Fondo de Empleados del ICE








			


			


Fondo del Banco Nacional de Costa Rica 














Grupo 2: Primeros 10 días hábiles de abril 2018





			Descripción 


			Entidades





			


Operadoras de pensiones








			


BCR Pensión Operadora de Planes de Pensiones Complementarias S.A








			


			


Operadora de Pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social.








			Fondos complementarios creados por leyes especiales o convenciones colectivas


			Fondo de Empleados del BCR





			Regímenes de Capitalización Colectiva





Fondos complementarios creados por leyes especiales o convenciones colectivas





			








Fondo del retiro de empleados de la CCSS Fondo de Vendedores de Lotería














Grupo 3: Primeros 10 días hábiles de agosto 2018





			Descripción  


			Entidades





			


Operadoras de pensiones 


			


BN Vital Operadora de Planes de Pensiones Complementarias S.A.


BAC San José Pensiones Operadora de Pensiones Complementarias S.A.





			Regímenes de Capitalización Colectiva (Básico)





Regímenes públicos sustitutos del Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social





			











Fondo del Poder Judicial 








			Regímenes de Capitalización Colectiva





Regímenes públicos sustitutos del Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social.


			





Regímenes de Capitalización Colectiva del Magisterio Nacional















Anexo  3





Cita para capacitación del Reglamento y Perfil Tecnológico








Primera fecha: 8 de Junio 2017





			 Descripción 


			Entidades





			Regímenes de Capitalización Colectiva





Regímenes públicos sustitutos del Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social


			








Regímenes de Capitalización Colectiva del Magisterio Nacional














Segunda fecha: 12 de Junio 2017





			 Descripción 


			Entidades





			


Fondos complementarios creados por leyes especiales o convenciones colectivas 


			


Fondo de Empleados Banco Crédito Agrícola de Cartago





Fondo de Empleados del ICT





Fondo de Empleados del BCR








			


Operadoras de pensiones








			


Vida Plena Operadora de Planes de Pensiones Complementarias S.A. 





Operadora de Pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social





			


Regímenes de Capitalización Colectiva





Fondos complementarios creados por leyes especiales o convenciones colectivas





Regímenes públicos sustitutos del Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social





			











Fondo del Retiro de Empleados de la CCSS 


Fondo de Vendedores de Lotería 


Fondo del Banco Nacional de Costa Rica 








Fondo del Poder Judicial 

















Tercera fecha: 13 de Junio 2017





			 Descripción 


			Entidades





			Operadoras de pensiones





			BAC San José Pensiones Operadora de Pensiones Complementarias S.A. 





Operadora de Planes de Pensiones Complementarias del Banco Popular y de Desarrollo Comunal S.A. 





BCR Pensión Operadora de Planes de Pensiones Complementarias S.A. 





BN Vital Operadora de Planes de Pensiones Complementarias S.A.





			Regímenes de Capitalización Colectiva





Fondos complementarios creados por leyes especiales o convenciones colectivas


			








Fondo de Empleados del ICE
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Formulario Anexo 1.docx










San José, [día] de [mes] del [año]











Señor



XXXX



Superintendente 



Superintendencia General de Valores 











Estimado señor:







Por este medio solicito la emisión de los permisos de acceso para el sistema Administración de Usuarios Externos, por medio de la firma digital, a nombre de la(s) siguiente(s) persona(s):







				Nombre completo



				Número de cédula



















Se adjunta la plantilla Excel con la información respectiva. Deben adjuntar copia de la cédula de identidad.




















Para coordinar los accesos, por favor comunicarse con:… nombre completo del funcionario enlace… teléfono… correo electrónico.







Atentamente,















________________________________________



[Firma Digital del Gerente General o Representante Legal]



[Puesto]



[Cédula]
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					PLANTILLA USUARIO ADMINISTRADOR




					Cédula					Nombre					Primer apellido					Segundo apellido					Teléfono					Correo Electrónico					Puesto (Ver puestos detallados en la tabla de abajo)					Entidad (cédula jurídica)					Departamento					Jefe directo					Usuario Titular					Usuario Suplente




					Codigos de Tipos de Puesto




					Código
Puesto					Descripción					Codigo
TipoPersona					Tipo Persona
 Entidad										Código
Puesto					Descripción					Codigo
TipoPersona					Tipo Persona
 Entidad




															Entidad																									Entidad




					1					PRESIDENTE					1					Junta Directiva										22					CONTADOR SUPLENTE					2					Puesto Ejecutivos




					2					PRESIDENTE EJECUTIVO					1					Junta Directiva										23					OFICIAL DE CUMPLIMIENTO					2					Puesto Ejecutivos




					3					VICEPRESIDENTE					1					Junta Directiva										24					USUARIO INFORMACION DE CARTERA					2					Puesto Ejecutivos




					4					SECRETARIO					1					Junta Directiva										25					USUARIO INFORMACION DE REGISTRO Y CONTROL					2					Puesto Ejecutivos




					5					TESORERO					1					Junta Directiva										26					USUARIO INFORMACION ENCAJE MINIMO LEGAL					2					Puesto Ejecutivos




					6					FISCAL					1					Junta Directiva										27					USUARIO INFORMACION CONTABLE FINANCIERO					2					Puesto Ejecutivos




					7					VOCAL					1					Junta Directiva										28					PRESIDENTE					3					Consejo de Administraciòn




					8					SUPLENTE					1					Junta Directiva										29					PRESIDENTE EJECUTIVO					3					Consejo de Administraciòn




					9					DIRECTIVO					1					Junta Directiva										30					VICEPRESIDENTE					3					Consejo de Administraciòn




					10					DIRECTOR GENERAL					2					Puesto Ejecutivos										31					SECRETARIO					3					Consejo de Administraciòn




					11					DIRECTOR					2					Puesto Ejecutivos										32					TESORERO					3					Consejo de Administraciòn




					12					GERENTE GENERAL					2					Puesto Ejecutivos										33					FISCAL					3					Consejo de Administraciòn




					13					SUBGERENTE GENERAL					2					Puesto Ejecutivos										34					VOCAL					3					Consejo de Administraciòn




					14					GERENTE, a.i.					2					Puesto Ejecutivos										35					SUPLENTE					3					Consejo de Administraciòn




					15					GERENTE					2					Puesto Ejecutivos										36					PRESIDENTE					4					Comité de Crèdito




					16					SUBGERENTE					2					Puesto Ejecutivos										37					PRESIDENTE EJECUTIVO					4					Comité de Crèdito




					17					GERENTE DE CREDITO					2					Puesto Ejecutivos										38					VICEPRESIDENTE					4					Comité de Crèdito




					18					GERENTE DE FINANZAS					2					Puesto Ejecutivos										39					SECRETARIO					4					Comité de Crèdito




					19					GERENTE DE CONTABILIDAD					2					Puesto Ejecutivos										40					TESORERO					4					Comité de Crèdito




					20					GERENTE DE SUCURSAL					2					Puesto Ejecutivos										41					FISCAL					4					Comité de Crèdito




					21					CONTADOR					2					Puesto Ejecutivos




					Código
Puesto					Descripción					Codigo
TipoPersona					Tipo Persona
 Entidad										Código
Puesto					Descripción					Codigo
TipoPersona					Tipo Persona
 Entidad




															Entidad																									Entidad




					42					VOCAL					4					Comité de Crèdito										56					TESORERO					6					Comité de Vigilancia




					43					SUPLENTE					4					Comité de Crèdito										57					FISCAL					6					Comité de Vigilancia




					44					PRESIDENTE					5					Comité de Educación										58					VOCAL					6					Comité de Vigilancia




					45					PRESIDENTE EJECUTIVO					5					Comité de Educación										59					SUPLENTE					6					Comité de Vigilancia




					46					VICEPRESIDENTE					5					Comité de Educación										60					AUDITOR INTERNO					7					Auditoria Interna




					47					SECRETARIO					5					Comité de Educación										61					SUBAUDITOR INTERNO					7					Auditoria Interna




					48					TESORERO					5					Comité de Educación										62					AUDITOR SUPLENTE					7					Auditoria Interna




					49					FISCAL					5					Comité de Educación										63					AUDITOR EXTERNO					8					Puestos Externos




					50					VOCAL					5					Comité de Educación										64					INTERVENTOR					8					Puestos Externos




					51					SUPLENTE					5					Comité de Educación										65					INTERVENTOR ADJUNTO					8					Puestos Externos




					52					PRESIDENTE					6					Comité de Vigilancia										66					AGENTE RESIDENTE					8					Puestos Externos




					53					PRESIDENTE EJECUTIVO					6					Comité de Vigilancia										67					ASESOR					8					Puestos Externos




					54					VICEPRESIDENTE					6					Comité de Vigilancia										68					CONSULTOR					8					Puestos Externos




					55					SECRETARIO					6					Comité de Vigilancia										69					OTRO					8					Puestos Externos
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San José, [día] de [mes] del [año]








Señor


XXXX


Superintendente 


Superintendencia General de Valores 








Estimado señor:





Por este medio solicito la emisión de los permisos de acceso para el sistema Administración de Usuarios Externos, por medio de la firma digital, a nombre de la(s) siguiente(s) persona(s):





			Nombre completo


			Número de cédula














Se adjunta la plantilla Excel con la información respectiva. Deben adjuntar copia de la cédula de identidad.















Para coordinar los accesos, por favor comunicarse con:… nombre completo del funcionario enlace… teléfono… correo electrónico.





Atentamente,











________________________________________


[Firma Digital del Gerente General o Representante Legal]


[Puesto]


[Cédula]
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				PLANTILLA USUARIO ADMINISTRADOR



				Cédula				Nombre				Primer apellido				Segundo apellido				Teléfono				Correo Electrónico				Puesto (Ver puestos detallados en la tabla de abajo)				Entidad (cédula jurídica)				Departamento				Jefe directo				Usuario Titular				Usuario Suplente



				Codigos de Tipos de Puesto



				Código
Puesto				Descripción				Codigo
TipoPersona				Tipo Persona
 Entidad								Código
Puesto				Descripción				Codigo
TipoPersona				Tipo Persona
 Entidad



												Entidad																				Entidad



				1				PRESIDENTE				1				Junta Directiva								22				CONTADOR SUPLENTE				2				Puesto Ejecutivos



				2				PRESIDENTE EJECUTIVO				1				Junta Directiva								23				OFICIAL DE CUMPLIMIENTO				2				Puesto Ejecutivos



				3				VICEPRESIDENTE				1				Junta Directiva								24				USUARIO INFORMACION DE CARTERA				2				Puesto Ejecutivos



				4				SECRETARIO				1				Junta Directiva								25				USUARIO INFORMACION DE REGISTRO Y CONTROL				2				Puesto Ejecutivos



				5				TESORERO				1				Junta Directiva								26				USUARIO INFORMACION ENCAJE MINIMO LEGAL				2				Puesto Ejecutivos



				6				FISCAL				1				Junta Directiva								27				USUARIO INFORMACION CONTABLE FINANCIERO				2				Puesto Ejecutivos



				7				VOCAL				1				Junta Directiva								28				PRESIDENTE				3				Consejo de Administraciòn



				8				SUPLENTE				1				Junta Directiva								29				PRESIDENTE EJECUTIVO				3				Consejo de Administraciòn



				9				DIRECTIVO				1				Junta Directiva								30				VICEPRESIDENTE				3				Consejo de Administraciòn



				10				DIRECTOR GENERAL				2				Puesto Ejecutivos								31				SECRETARIO				3				Consejo de Administraciòn



				11				DIRECTOR				2				Puesto Ejecutivos								32				TESORERO				3				Consejo de Administraciòn



				12				GERENTE GENERAL				2				Puesto Ejecutivos								33				FISCAL				3				Consejo de Administraciòn



				13				SUBGERENTE GENERAL				2				Puesto Ejecutivos								34				VOCAL				3				Consejo de Administraciòn



				14				GERENTE, a.i.				2				Puesto Ejecutivos								35				SUPLENTE				3				Consejo de Administraciòn



				15				GERENTE				2				Puesto Ejecutivos								36				PRESIDENTE				4				Comité de Crèdito



				16				SUBGERENTE				2				Puesto Ejecutivos								37				PRESIDENTE EJECUTIVO				4				Comité de Crèdito



				17				GERENTE DE CREDITO				2				Puesto Ejecutivos								38				VICEPRESIDENTE				4				Comité de Crèdito



				18				GERENTE DE FINANZAS				2				Puesto Ejecutivos								39				SECRETARIO				4				Comité de Crèdito



				19				GERENTE DE CONTABILIDAD				2				Puesto Ejecutivos								40				TESORERO				4				Comité de Crèdito



				20				GERENTE DE SUCURSAL				2				Puesto Ejecutivos								41				FISCAL				4				Comité de Crèdito



				21				CONTADOR				2				Puesto Ejecutivos



				Código
Puesto				Descripción				Codigo
TipoPersona				Tipo Persona
 Entidad								Código
Puesto				Descripción				Codigo
TipoPersona				Tipo Persona
 Entidad



												Entidad																				Entidad



				42				VOCAL				4				Comité de Crèdito								56				TESORERO				6				Comité de Vigilancia



				43				SUPLENTE				4				Comité de Crèdito								57				FISCAL				6				Comité de Vigilancia



				44				PRESIDENTE				5				Comité de Educación								58				VOCAL				6				Comité de Vigilancia



				45				PRESIDENTE EJECUTIVO				5				Comité de Educación								59				SUPLENTE				6				Comité de Vigilancia



				46				VICEPRESIDENTE				5				Comité de Educación								60				AUDITOR INTERNO				7				Auditoria Interna



				47				SECRETARIO				5				Comité de Educación								61				SUBAUDITOR INTERNO				7				Auditoria Interna



				48				TESORERO				5				Comité de Educación								62				AUDITOR SUPLENTE				7				Auditoria Interna



				49				FISCAL				5				Comité de Educación								63				AUDITOR EXTERNO				8				Puestos Externos



				50				VOCAL				5				Comité de Educación								64				INTERVENTOR				8				Puestos Externos



				51				SUPLENTE				5				Comité de Educación								65				INTERVENTOR ADJUNTO				8				Puestos Externos



				52				PRESIDENTE				6				Comité de Vigilancia								66				AGENTE RESIDENTE				8				Puestos Externos



				53				PRESIDENTE EJECUTIVO				6				Comité de Vigilancia								67				ASESOR				8				Puestos Externos



				54				VICEPRESIDENTE				6				Comité de Vigilancia								68				CONSULTOR				8				Puestos Externos



				55				SECRETARIO				6				Comité de Vigilancia								69				OTRO				8				Puestos Externos
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Minuta Nº. 05

		Proyecto

		Sistema Fondo de Jubilaciones y Pensiones

		Hora Inicio:

		02:02 p.m.



		

		

		Hora Fin:

		3:25 p.m.



		Fecha:

		29/11/2017

		Responsable:

		Kevin Calderón Ramírez





Estado: En Revisión

En Confección / En Revisión / Aprobada

Convocados:

		Participantes

		Oficina

		Puntualidad



		Roxana Arrieta Meléndez

		Gestión Humana

		P



		Maureen Siles Mata

		Gestión Humana

		P



		Ronald Durán Fallas

		Gestión Humana

		P



		Yexinia Zúñiga Martínez

		Gestión Humana

		P



		Emma López Ramírez

		Financiero Contable

		P



		Bernal Cisnero Herra

		Financiero Contable

		P



		Floricel Benavides Salas

		Financiero Contable

		P



		Olga López Rojas 

		Financiero Contable

		P



		Vanessa Mesén Arroyo

		Financiero Contable

		P



		Karla Urtecho Madrigal

		Sistemas de Información

		P



		Katherine Agnar Vásquez

		Sistemas de Información

		P



		Luis Quesada Méndez

		Sistemas de Información

		P



		Kevin Calderón Ramírez

		Sistemas de Información

		P





P: Presente     T: Tarde     J: Ausencia justificada     R: Representante     A: Ausente

Objetivo de reunión:

· Analizar las implicaciones que tendría la aplicación de la recomendación de la auditoria externa, Despacho Carvajal & Colegiados (Oficio N° 161-TI-2017),  con respecto a la carga  de aportes de empleados de forma automática en el sistema de fondo de jubilaciones y pensiones.



[bookmark: _1412167601]Temas tratados y acuerdos:

1. Se discute los temas que tienen afectación en todo el proceso de validación de los datos para la carga de los aportes de empleados automática. Como parte de estos temas, están los pagos de juicios, colectivas, estudios salariales, pagos de aguinaldo, salario base, pagos a ex servidores, estudios de compensación, pago de incapacidades etc.). Entre otros casos extraordinarios.

1. Hay mejoras por definir eventualmente en el sistema de Gestión Humana para la implementación de la carga de aportes de forma automática, ya que actualmente el compañero Ronald se encarga de corregir el archivo manualmente cuando le es necesario.

1. [bookmark: _GoBack]Se conviene que en caso de recibir una consulta por parte de la auditoría externa del estado del requerimiento sugerido se tiene que justificar por lo siguiente: “Se está a la espera de que se termine con la definición del manejo de las incapacidades a lo interno de GFH”. 

1. Se conversa sobre el tema de las cargas patronales de Febrero 2013 a Agosto 2016, las mismas no se pueden cargar por sistema ya que no es posible individualizar el monto correspondiente por persona.

1. Se concluye que no será posible aplicar la recomendación de la Auditoría Externa solicitada por Financiero Contable mediante la boleta N° 161-TI-2017, debido a las limitaciones expuestas por Gestión Humana.





		No.

		Tarea

		Responsable

		Estado



		1.

		Crear minuta para responder a la Auditoria; Se está a la espera de la definición operativa de las incapacidades para coordinar los cambios.

		Sistemas de Información

		Pendiente



		2.

		Crear oficio para la SUPEN para informar que las cargas de aportes patronales pendientes de Febrero 2013 a Agosto 2016 no es posible registrar en el sistema.

		Gestión Humana.

		Pendiente
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